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COMISIÓN PRIMERA 
CONSTITUCIONAL PERMANENTE

AUDIENCIA PÚBLICA DE 2015
(viernes, 24 de abril)

Hora: 9:00 a. m.
Tema: Proyecto de ley número 195 de 2014 Cá-

mara, 055 de 2014 Senado, acumulado con el Pro-
yecto de ley número 50 de 2014 Senado, por medio 
de la cual se expide el Código General Disciplinario y 
se derogan la Ley 734 de 2002 y algunas disposiciones 
de la Ley 1474 de 2011, relacionadas con el derecho 
disciplinario.

Autores: Procurador General de la Nación, doctor 
Alejandro Ordóñez Maldonado; Defensor del Pueblo, 
doctor Jorge Armando Otálora.

Ponentes: honorables Representantes Carlos Éd-
ward Osorio Aguiar –C–, Pedrito Tomás Pereira Ca-
ballero –C–, Norbey Marulanda Muñoz, Angélica 
Lisbeth Lozano Correa, Carlos Germán Navas Talero, 
Édward David Rodríguez Rodríguez, Fernando de la 
Peña Márquez y Jorge Enrique Rozo Rodríguez.

Texto aprobado en plenaria de Senado: Gaceta del 
Congreso número 879 de 2014.

Audiencia solicitada por el honorable Representan-
te Carlos Édward Osorio Aguiar.

Ponente: honorable Representante Carlos Édward 
Osorio Aguiar.

Lugar: salón de sesiones de la Comisión Primera 
“Roberto Camacho Weverberg”. 

Preside, honorable Represente Carlos Édward 
Osorio Aguiar:

Buenos días para todas y para todos, agradeciéndo-
les su presencia, su asistencia, su participación, le pido 
a la señora Secretaria que se sirva leer el Orden del Día 
programado para esta audiencia pública.

Secretaria, Amparo Janeth Calderón Perdomo:
Sí, señor Presidente. Siendo las 9:35 de la mañana 

procedo a leer el Orden del Día para hoy.
ORDEN DEL DÍA

Viernes 24 de abril de 2015
Sesiones Ordinarias

Legislatura 2014-2015
Salón de sesiones de la Comisión Primera 

“Roberto Camacho Weverberg”
9:00 a.m.

I
Audiencia pública

Tema: Proyecto de ley número 195 de 2014 Cá-
mara, 055 de 2014 Senado, acumulado con el Pro-
yecto de ley número 050 de 2014 Senado, por medio 
de la cual se expide el Código General Disciplinario y 
se derogan la Ley 734 de 2002 y algunas disposiciones 
de la Ley 1474 de 2011, relacionadas con el derecho 
disciplinario.

Autores: Procurador General de la Nación, doctor 
Alejandro Ordóñez Maldonado; Defensor del Pueblo, 
doctor Jorge Armando Otálora.

Ponentes: honorables Representantes Carlos Éd-
ward Osorio Aguiar –C–, Pedrito Tomás Pereira Ca-
ballero –C–, Norbey Marulanda Muñoz, Angélica 
Lisbeth Lozano Correa, Carlos Germán Navas Talero, 
Édward David Rodríguez Rodríguez, Fernando de la 
Peña Márquez y Jorge Enrique Rozo Rodríguez.

Texto aprobado en plenaria de Senado: Gaceta del 
Congreso número 879 de 2014.

Audiencia solicitada por los ponentes coordinadores. 
II

Lo que propongan los honorables Representantes
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Señor Presidente, de acuerdo a su solicitud, como po-
nente coordinador de este proyecto de ley, la Mesa Di-
rectiva mediante Resolución número 015 ha convocado 
a audiencia pública con los siguientes considerandos:

RESOLUCIÓN NÚMERO 013 DE 2015
(abril 15)

por la cual se convoca a audiencia publica
La Mesa Directiva de la Comisión Primera de la ho-

norable Cámara de Representantes
CONSIDERANDO:

a) Que la Ley 5ª de 1992, en su artículo 230 es-
tablece el procedimiento para convocar a audiencias 
públicas sobre cualquier proyecto de acto legislativo o 
de ley.

b) Que los honorables Representantes Carlos Éd-
ward Osorio Aguiar y Pedrito Tomás Pereira, coordi-
nadores ponentes del Proyecto de ley número 195 de 
2014 Cámara, 055 de 2014 Senado, acumulado con 
el Proyecto de ley número 50 de 2014 Senado, por 
medio de la cual se expide el Código General Discipli-
nario y se derogan la Ley 734 de 2002 y algunas dis-
posiciones de la Ley 1474 de 2011, relacionadas con el 
derecho disciplinario, han solicitado la realización de 
audiencia pública sobre el proyecto de ley en mención.

c) Que la Mesa Directiva de la Comisión Primera 
considera que es fundamental en el trámite de esas ini-
ciativas, conocer la opinión de la ciudadanía en general 
sobre el proyecto de ley antes citado.

d) Que el artículo 230 de la Ley 5ª de 1992 faculta a 
la Mesa Directiva para reglamentar lo relacionado con 
las intervenciones y el procedimiento que asegure la 
debida atención y oportunidad.

e) Que la Corte Constitucional en reiterada juris-
prudencia, en relación con las audiencias públicas ha 
manifestado: “(…) las audiencias públicas de partici-
pación ciudadana decretadas por los Presidentes de las 
Cámaras o sus Comisiones Permanentes, dado que el 
propósito de éstas no es el de que los Congresistas deli-
beren ni decidan sobre algún asunto, sino el de permitir 
a los particulares interesados expresar sus posiciones y 
puntos de vista sobre los proyectos de ley o acto legis-
lativo que se estén examinando en la Célula Legislativa 
correspondiente; no son, así, sesiones del Congreso o 
de sus Cámaras, sino audiencias programadas para per-
mitir la intervención de los ciudadanos interesados”.

RESUELVE:
Artículo 1º. Convocar a audiencias públicas para 

que las personas naturales o jurídicas interesadas pre-
senten opiniones u observaciones sobre el Proyecto de 
ley número 195 de 2014 Cámara, 055 de 2014 Sena-
do, acumulado con el Proyecto de ley número 50 de 
2014 Senado, por medio de la cual se expide el Código 
General Disciplinario y se derogan la Ley 734 de 2002 
y algunas disposiciones de la Ley 1474 de 2011, rela-
cionadas con el derecho disciplinario.

Artículo 2º. La audiencia pública se realizará en la 
ciudad de Bogotá el día viernes 24 de abril de 2015, a 
las 09:00 a. m., en el salón de sesiones “Roberto Cama-
cho Weverberg” de esta Célula Legislativa.

Artículo 3°. Las inscripciones para intervenir en la 
audiencia pública, podrán realizarse telefónica o perso-
nalmente en la Secretaría de la Comisión Primera de la 

Cámara de Representantes, con un día de antelación a 
la audiencia.

Artículo 4°. La Mesa Directiva de la Comisión 
Primera de la honorable Cámara de Representante ha 
delegado en el honorable Representante Carlos Éd-
ward Osorio Aguiar, coordinador ponente del proyecto 
de ley, la dirección de la audiencia pública, quien de 

-
vención de cada participante. 

Artículo 5º. La Secretaria de la Comisión efectuará 
las diligencias necesarias ante el área administrativa de 
la Cámara de Representantes, a efecto de que la convo-
catoria a la audiencia sea de conocimiento general y en 
especial de la divulgación de esta audiencia en el Canal 
del Congreso.

Artículo 6º. Esta resolución rige a partir de la fecha 
de su expedición.

Comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 15 de abril de 2015. 

Secretaria:
Presidente, de acuerdo a la resolución esta audiencia 

está debidamente autorizada y se han invitado, por ins-
trucciones de ustedes Coordinadores, al señor Ministro 
de Justicia y del Derecho, al señor Procurador Ordóñez 
Maldonado, en su calidad de autor del proyecto, quien 
ha mandado la siguiente,

Excusa:
Doctora
Amparo Yaneth Calderón Perdomo 
Secretaria de la Comisión Primera Constitucional
Invitación a audiencia pública sobre el Proyecto de 

ley números 195 de 2014 Cámara, 055 de 2014 Sena-
do, acumulado con el Proyecto de ley número 195 de 
2014 Cámara, 055 de 2014 Senado, acumulado con el 
Proyecto de ley número 50 de 2014 Senado. 

Siguiendo instrucciones impartidas por el señor 
Procurador General de la Nación, me permito infor-
marle que el doctor Alejandro Ordóñez Maldonado no 
podrá asistir el día 24 de abril a la audiencia pública 
sobre el Proyecto de ley número 195 de 2014 Cámara, 
por encontrarse cumpliendo compromisos previamente 
adquiridos como Jefe del Ministerio Público. Atenta-
mente. 

Ciro Eduardo López Martínez.
Secretario Privado.

Igualmente, señor Presidente, se invitó al Presidente 
de la Sección Segunda del Consejo de Estado, al Presi-
dente de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de 
la Judicatura; al señor Defensor del Pueblo, quien se ha 
excusado y ha mandado al señor Secretario General de 
la Defensoría para que atienda la audiencia; a la doctor 
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Paulina Canosa, Magistrada de la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria; el Colegio de la Judicatura de Colom-
bia, el doctor Jorge Eliécer Gaitán, Secretario Gene-
ral que aquí está presente; al Presidente del Instituto 
Colombiano de Derecho Procesal, Jairo Parra Quijano; 
al Vicepresidente del Instituto Colombiano de Derecho 
Procesal, Jaime Bernal Cuellar; al Presidente del Cole-
gio de la Judicatura de Colombia, Romelio Elías Daza; 
al Columnista Daniel Coronel de la revista Semana; al 
Director Ejecutivo del diario El Espectador, Santiago 
Díaz Castro; a la Periodista del diario El Tiempo, Jua-
nita Ramos, y a otros ciudadanos señor Presidente. Así 
que hay ya algunas de las personas, y otras personas 
se inscribieron directamente en la Secretaría, porque 
tal cual como lo manifestó la Mesa, la Secretaría dio 
a conocer a prensa de la Cámara para que hiciera la 
divulgación de la audiencia en el Canal del Congreso.

Así que señor Presidente, con este informe que da 
la Secretaría, al respecto de la misma, puede usted dar 
inicio a la audiencia.

Presidente:
Bueno señora Secretaria, muchas gracias por el in-

forme que sumerced nos presenta sobre esta audiencia 
que esperamos desarrollar en esta mañana, y que tiene 

de la República para nutrir con la sapiencia, con la in-
teligencia, con las luces y con todo lo que las personas 
expertas en la materia le puedan aportar a…, especial-
mente a la Cámara de Representantes, a esta Comisión 
que está deseosa e interesada de conocer los diferentes 
puntos de vista, crítico, las observaciones, las conside-
raciones.

Yo quiero ponerlos un poco en contexto, no sin antes 
saludar al Presidente de esta Comisión, nos encontra-
mos en el salón de sesiones de la Comisión Primera de 
la Cámara de Representantes, nos acompaña el señor 
Presidente de la Comisión, el doctor Jaime Buenahora, 
y a mi derecha se encuentra el doctor Pedrito Pereira 
quien procederá en contados segundos a presentarles 
también su saludo de presentación.

La idea, honorables asistentes, es tener la oportuni-
dad de escucharlos, vamos en principio a iniciar esta 
audiencia con un ejercicio amplio de participación, 
procuraremos que exista una autolimitación en el tiem-
po, la idea es que podamos escucharlos a todos y que 
todos ustedes nos ofrezcan sus puntos de vista sobre 
esta iniciativa. Me parece oportuno, ponerlos en con-
texto, para quienes no lo tienen sobre este proyecto. 
Este proyecto se encuentra en la Cámara de Represen-
tantes después de haber hecho su tránsito por el Senado 
de la República, es una iniciativa, ya lo mencionaba 
la señora Secretaria, del Ministerio Público, del señor 
Procurador General de la Nación y del señor Defensor 
del Pueblo.

Las gacetas en las cuales fueron publicadas las co-
rrespondientes actuaciones son…, la de la presentación 
del proyecto, el proyecto original Gaceta del Congreso 
número 397 de 2014, para quienes quieran en lo sucesi-
vo hacerle algún grado de seguimiento al desarrollo de 
esta iniciativa, repito Gaceta del Congreso número 397 
de 2014. Lo aprobado en el primer debate, en la Comi-
sión Primera del Senado, Gaceta del Congreso número 
664 del 2014; a propósito, en el Senado de la Repúbli-
ca esta iniciativa tuvo como ponentes a los doctores 
Eduardo Enríquez, Manuel Enríquez, Juan Manuel Ga-

lán, Germán Varón, Doris Vega, Claudia López, Jaime 
Amín y Alexánder López.

Luego fue aprobado este proyecto el día 15 de di-
ciembre del 2014, el texto aprobado aparece publicado 
en la Gaceta del Congreso número 879 del lunes 22 
de diciembre, y entre el 22 de diciembre y la fecha en 
la que nos encontramos, quiero compartirles que esta 
Comisión de manera muy acuciosa y los honorables 
ponentes, a quien procederé a relacionar, han desa-
rrollado algunos foros, particularmente estuvimos en 
la ciudad de Ibagué, estuvimos en la ciudad de Pasto, 
estuvimos aquí en la ciudad de Bogotá en la Universi-
dad Santo Tomás y nos encontramos en este momento 
en el desarrollo de esta audiencia pública aquí en el 

-
sicamente, que si bien es un proyecto que fue aprobado 
en diciembre por el Senado de la República, esta Cá-
mara de Representantes, especialmente esta Comisión, 
ha tenido a bien tomarse su tiempo para decantar, para 
discutir, para analizar, para tratar de hacer la mejor pro-
puesta a la Comisión Primera. De tal suerte que a la 

doctor Pedrito Pereira, nosotros no hemos presentado 
una ponencia para primer debate en la Comisión, que-
remos escucharlos a ustedes, queremos escuchar sus 
observaciones, sus críticas y sus comentarios y tan solo 
después de terminada esta audiencia procederemos a 
preparar la ponencia que junto con los comentarios, 
observaciones, críticas de los diferentes operadores 
disciplinarios que hemos recogido en los diferentes 
escenarios donde hemos asistido, le traeremos aquí a 
la Comisión Primera, de tal suerte que este proyecto 
cuenta con toda la legitimidad posible, no estamos con 
afanes, no es una iniciativa que estemos tramitando por 
debajo de la Mesa, sino que por el contrario, queremos 
enriquecerla con las luces y con los aportes que sabe-
mos ustedes tendrán a bien brindar.

Quiero darle el uso de la palabra al doctor Pedrito 
Pereira, que junto con el doctor Germán Navas, con el 
doctor Édward David Rodríguez, con el doctor Fernan-
do de la Peña, con la doctora Angélica Lozano, con el 
doctor Jorge Enrique Rozo y con el doctor Norbey Ma-
rulanda, nos acompañan en la responsabilidad de llevar 
adelante esta ponencia con la claridad de que el doctor 
Pedrito Pereira y quien les habla somos los coordina-
dores ponentes.

El señor Presidente concede el uso de la palabra 
al honorable Representante, Pedrito Tomás Pereira 
Caballero:

Muchas gracias colegas, muy buenos días a todos 
y a cada uno de los asistentes, al Presidente de nuestra 

independientemente de las intervenciones que hagan, 
le presento un cordial saludo al señor Magistrado del 
Consejo Superior de la Judicatura, doctor Osuna, a los 
miembros del Instituto Colombiano de Derecho Disci-
plinario, entiendo que también hay Representantes de 
otros países: de Perú, de México; nos comentaba la doc-
tora Martha Lucía de su presencia acá, doctor Escobar, 

lo decía Carlos Édward, desde que recibimos la noti-

como ponentes este importante proyecto de ley, se ha 
tratado de divulgar, se ha tratado de escuchar todos los 
comentarios, pero antes de rendir ponencia de primer 
debate, la ley nos permite, el procedimiento legislati-
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vo nos permite este espacio, que es para ustedes, que 
es para que expresen todas sus inquietudes y tengan la 
certeza de que van a ser resueltas en el informe de po-
nencia. Las estudiaremos, las debatiremos y ahí estarán 
en ese informe de ponencia, tendremos en cuenta cada 
una de las intervenciones que se den el día de hoy y las 
cuales también les queremos pedir, independiente de 
que hay un audio quienes puedan dejárnosla por escrito 
en Secretaría, les agradecemos que así lo hagan para 
poder seguir estudiándolas en el transcurso de la elabo-
ración de la ponencia.

Entonces, simplemente era eso, nuestra presenta-
ción y nuestra disposición de escuchar y resolver en 
la ponencia las inquietudes que se presenten. Muchas 
gracias.

Presidente:
Muchas gracias doctor Pedrito Pereira, vamos a dar 

inicio a esta audiencia pública, les voy a pedir a cada 
uno de los asistentes que de una manera puntual y bre-
ve se presenten, nos interesa quedar con un registro de 
las personas que han hecho presencia, por supuesto de 
sus intervenciones. Entonces, quiero invitarlos, doctor 
Cajiao, que empecemos, su nombre y la entidad a la 
que representa, y seguimos a continuación de una ma-
nera muy rápida, para luego proceder a darles el uso de 
la palabra. La idea es que ustedes tengan el contexto de 
qué personas están presentes, para que dimensionemos 
así mismo las intervenciones.

• Muy buenos días, mi nombre Alfonso Cajiao Ca-
brera, Secretario General de la Defensoría del Pueblo.

• Muy buenos días, mi nombre es José Ómar Ortiz 
Peralta, soy Asesor de la Procuraduría General de la 
Nación, y en su debido momento fue, participé en la 
Comisión Redactora de la Reforma, representando para 
ese momento a la Personería de Bogotá, a su vez en 
representación de las personerías del país. 

Muchas gracias. José Ómar Ortiz Peralta. 
• Buenos días señores honorables Representantes, 

colegas presentes, mi nombre es Gustavo Castro, ac-
tualmente Veedor de la Procuraduría General de la 
Nación y miembro de la Comisión de Relatoría de la 
Comisión Interinstitucional de Reforma al Poder Dis-
ciplinario que dio lugar a un proyecto de ley que fue 
presentado conjuntamente por el señor Procurador Ge-
neral de la Nación y el señor Defensor del Pueblo. Mu-
chas gracias.

• Muy buenos días, un cordial saludo a todos los 
asistentes, mi nombre es John Harvey Pinzón Navarre-
te, Asesor de la Sala Disciplinaria de la Procuraduría 
General de la Nación y también tuve el honor de ser 
miembro de la Comisión creada por el señor Procura-
dor General de la Nación, para redactar el primer pro-
yecto que cursó en el Senado de la República.

• Buenos días todos, mi nombre es Manuel Restrepo 
Medina, he sido invitado en mi calidad de Director de 
la Maestría en Derecho Administrativo de la Universi-
dad del Rosario, pero además, en lo personal, también 
concurro en mi carácter de Conjuez de la Sala Discipli-
naria del Consejo Superior de la Judicatura.

• Muy buenos días, mi nombre es César Augusto 
-

trol Interno Disciplinario de la Universidad del Tolima. 
Muchas gracias.

• Buenos días, mi nombre es Jorge García, Asesor 
en Derecho Público de entidades públicas.

• Buenos días a todos, soy Eliazar Pablo Moreno, 
Presidente de la Confederación Internacional de Dere-
cho Disciplinario.

• Buenos días, mi nombre es Élmer Rodríguez León, 
soy Presidente del Instituto Peruano de Estudios para la 
Función Pública y del Derecho Disciplinario.

• Muy buenos días, mi nombre es Fernando Rodrí-
guez Castro, Presidente del Instituto Colombiano de 
Derecho Disciplinario.

• Muy buenos días a todos, mi nombre es Martha 
Lucía Bautista Cely, soy la Vicepresidente y Directora 
Ejecutiva del Instituto Colombiano de Derecho Disci-
plinario, Secretaria General de la Confederación Inter-
nacional de Derecho Disciplinario, y también ostento 
el cargo de Conjuez de la Sala Disciplinaria del Conse-
jo Superior de la Judicatura. Gracias.

• Muy buenos días, mi nombre es Carlos Perdomo, 
soy Asesor del Ministro de Justicia y del Derecho y 
vengo en su representación. El Ministro les presenta 
excusa por no poder asistir, pero tenía compromisos 
previamente adquiridos.

• Muy buenos días, mi nombre Óscar Villegas Gar-
zón, Abogado en ejercicio, funcionario público muchos 
años como Jefe de Control Disciplinario Interno, pro-
fesor de Derecho Disciplinario en varias universidades 
y parte del equipo que está integrando la Comisión de 
la Maestría en Derecho Disciplinario de la Universidad 
Libre.

• Buenos días, mi nombre es Néstor Osuna, soy Ma-
gistrado del Consejo Superior de la Judicatura y este 
año presido la Sala Jurisdiccional Disciplinaria de ese 
órgano.

• Muy buenos días a todos y a todas, mi nombre 
es Jorge Eliécer Gaitán, Magistrado del Consejo Sec-
cional de la Judicatura de Bogotá - Sala Disciplinaria, 
Secretario General del Colegio de la Judicatura de Co-
lombia. Muy amable.

• Muy buenos días a todas y a todos, soy Paulina 
Canosa Suárez, me desempeño actualmente como Ma-
gistrada de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Con-
sejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, en carrera 
desde hace quince años, y además soy la Secretaria Na-
cional de la Corporación de Magistradas, Magistrados, 
Empleadas y Empleados de la Jurisdicción Disciplina-
ria de Colombia.

• Muy buenos días a todos, mi nombre es Ernesto 
Espinosa, actualmente me desempeño como Magistra-
do Auxiliar del Consejo Superior de la Judicatura.

Presidente:
Bueno, agradeciéndoles de nuevo entonces por su 

presencia, procedemos a abrir este espacio de…, va-
mos a proceder a otorgar el uso de la palabra. Inicial-
mente hubo una inscripción por parte de algunos de los 
aquí presentes, de los participantes, vamos atendiendo 
a ese libro de inscripciones, vamos a proceder a darles 
el uso de la palabra, sin perjuicio de que quienes no 
hayan sido inscritos pero que estén aquí presentes, de 
la misma manera tendrán su oportunidad.

Saludamos de una manera muy especial al queri-
do Representante Jorge Enrique Rozo que también nos 
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acompaña y quien también es ponente de esta iniciati-
va. Señora Secretaria, entonces procedamos con la lista 
de las personas inicialmente inscritas, para que hagan 
su breve y puntual intervención.

Secretaria:
Sí, señor Presidente. Inscrito e invitado el doctor 

Néstor Javier Osuna, Presidente de la Sala Disciplina-
ria del Consejo Superior de la Judicatura.

Presidente:
Tiene el uso de la palabra doctor Osuna. Bienveni-

do.
El señor Presidente concede el uso de la palabra 

al doctor Néstor Javier Osuna, Presidente de la Sala 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura:

Muchas gracias, no me esperaba que fuera yo el pri-
mero en hablar. Muy buenos días a todos, lamento no 
haber pensado en una exposición de carácter general, 
yo, pensando en la brevedad del tiempo, me constreñí 
a algunos pocos aspectos, así que los voy a exponer tal 
como lo habría hecho, pensando en que yo iba a ser, por 
ahí, la decimocuarta persona en hablar el día de hoy.

Digamos que celebro las palabras del señor Presi-
dente cuando nos anuncia que el proyecto va sin prisa, 
que hay que darse su tiempo, porque en principio tengo 
un criterio muy afín con el texto del articulado que se 
propone, es un retoque a la Ley 734, es una actualiza-
ción, eso me parece saludable, pero para concentrar-
me en lo que hace relación a aquella parte del derecho 
disciplinario que es derecho propiamente judicial, es 
decir, el derecho de el régimen disciplinario de los jue-
ces; yo pensaría que dado que actualmente cursa en el 
mismo Congreso de la República un proyecto de acto 

-
ción disciplinaria, tanto en el órgano de cierre del ac-
tual Consejo Superior de la Judicatura que sería susti-
tuido por otro órgano y que también propone alguna 

la Judicatura que cambiarían su denominación y que 
verían también cambiadas algunas de sus funciones, 
convendría aprovechar esa simultaneidad para acom-
pasar las previsiones de este proyecto de ley, con lo 
que resulte de ese proyecto de acto legislativo, puede 
ser que sea un simple cambio de denominación, pero 
que quede con la denominación actualizada del órga-
no, o puede ser que haya un cambio más profundo en 
cuanto a las funciones de la jurisdicción disciplinaria, 
y entonces se podría aprovechar que el proyecto está 
en curso para de una vez comenzar a darle vida a ese 
nuevo órgano que va a surgir, si es que se aprueba ese 
proyecto de reforma constitucional.

Y en ese sentido quisiera simplemente lanzar las 
-

recho colombiano tener una jurisdicción disciplina-
ria, eso quiere decir que el derecho disciplinario, en 
general, tiene una especial fortaleza entre nosotros, la 
comunidad jurídica colombiana se ha tomado muy en 
serio el derecho disciplinario colombiano, pero además 
hay que tener una parte de ese régimen disciplinario 
como un derecho judicial, es decir, como un derecho en 
la que las sanciones las aplican los jueces y los procedi-
mientos, son procedimientos judiciales, eso nos acerca 
mucho a algunos estándares internacionales en materia 
de derecho punitivo en los cuales ya se comienza a re-
prochar o a cuestionar qué órganos que no sean jueces 
puedan imponer sanciones. Entonces, Colombia en ese 

sentido tiene una gran ventaja, ya tiene una jurisdicción 
disciplinaria, ciertamente cubre por ahora, al menos so-
lamente a los funcionarios judiciales, disciplina a los 
jueces, pero su fortalecimiento sin lugar a dudas nos 
acompasa con ese régimen internacional de los dere-
chos humanos y de los compromisos internacionales de 
Colombia que van en el sentido de que toda sanción 
debe ser impuesta por un juez.

Respecto de las actuales preocupaciones que yo he 
visto en la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Conse-
jo Superior de la Judicatura y que bien podrían ser re-
sueltas en una nueva ley, me voy a referir simplemente 
a tres:

• La primera, es que se mantienen procesos de única 
instancia a los Magistrados de Tribunales, los enjuicia 
y los sanciona disciplinariamente nuestra sala en proce-
sos de única instancia. De igual modo, por exigencias 
internacionales, por el tiempo en el que nos correspon-
dió vivir, las únicas instancias están ya de recogida, 
eso es ya difícilmente sostenible. Entonces, se podría 
aprovechar este proyecto de ley para establecer un pro-
cedimiento de doble instancia para esos Magistrados 
de Tribunal, puede hacerse algo parecido a lo que se ha 
intentado hacer en la Corte Suprema de Justicia, que 
también tiene unos funcionarios que tradicionalmente 
ha enjuiciado en única instancia en materia penal, es 
decir, no hay que crear otro organismo adicional, sino 
puede ser dentro del mismo órgano crear una sala de 
primera instancia y otra sala de segunda instancia o 
simplemente se puede también pensar en utilizar los 
Consejos Seccionales para que hagan la primera instan-
cia en esos que hoy en día son de única instancia.

• La segunda podría ser un poco más ambiciosa pero 
creo que también actualizaría mucho esa jurisdicción, 
es la de separar las funciones de instrucción y las de 
juzgamiento. Hoy en día, tanto nosotros como los ma-
gistrados de los Consejos Seccionales, atienden las dos 
cosas: instrucción y juzgamiento. Es más moderna, es 
más técnica, es más garantista, también la investiga-
ción en derecho punitivo, cuando está separado lo uno 

la ley, eso no se puede por vía de arreglos internos, de 
reglamentos internos, separar funciones de instrucción 
y de juzgamiento.

• Y la tercera recomendación que yo le haría a los 
honorables Representantes ponentes que nos acompa-
ñan hoy y que propondría para el foro del día de hoy, es 
algo que ya existió y que la Corte Constitucional decla-
ró inexequible, pero por razones de forma, es decir, que 
se podría volver a intentar y es que dentro de la Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria actual o del órgano que 
la vaya a reemplazar, si el proyecto de Equilibrio de 
Poderes así lo dispone y es aprobado, se establezca la 
posibilidad de subsalas o de subsecciones, que no todo 
sea conocido por el pleno de los siete Magistrados o 
de quienes hayan de…, o del número que corresponda, 
según lo que disponga la nueva norma constitucional.

En alguna ocasión existieron salas duales, probable-

pero eso permitiría por una parte esto de la doble ins-
tancia, primera instancia en la sala, en la subsala, lla-
mémoslo así, y segunda instancia en el pleno o segunda 
instancia con el resto de los que no integraban esa sub-
sala y también permitiría posiblemente allí organizar 
alguna distinción entre instrucción y juzgamiento y 
también digamos que podría permitirle a la actual sala 
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o a la que la reemplace, distribuir más racionalmente la 
carga de trabajo. En la actualidad la Sala Jurisdiccional 
Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura es 
el alto órgano judicial que más sentencias produce al 
año, son alrededor de ocho mil sentencias al año, es 
decir cada despacho producen mil sentencias al año, en 
promedio y en números redondeados, es una carga muy 
superior a la del Consejo de Estado, a la de la Corte 
Constitucional.

Y no vengo a quejarme de eso, estoy muy satisfe-
cho de haber logrado la meta el año pasado, pero sí 
pareciera ser que no es necesario llevar esas siete mil 
sentencias a la Sala Plena, algunas se podrían discutir 
en salas de tres y reservar la Sala Plena solo para algu-
nas de ellas, todo eso podría hacerse en ese proyecto 
de ley. Por lo demás, tengo algunos comentarios muy 
puntuales sobre la parte general del articulado, algunas 
faltas, me parece interesante lo de distinguir, o lo de 

unos parámetros para graduar las sanciones que se van 
a aplicar, todo eso me parece interesante pero preferi-
ría más bien, al hilo de otras intervenciones, de pronto 
lanzar algún comentario más libre. Y así entonces Pre-
sidente, daría por concluida esa intervención, con mi 
agradecimiento.

Presidente:
Muchas gracias doctor Néstor Osuna, y por supues-

to, tendrá nuevamente un espacio en su momento para 
que amplíe su exposición. Le damos el uso de la pala-
bra al doctor Manuel Restrepo.

El señor Presidente concede el uso de la palabra 
al doctor Manuel Restrepo Medina, Director de la 
Maestría en Derecho Administrativo de la Universi-
dad del Rosario y Conjuez de la Sala Disciplinaria 
del Consejo Superior de la Judicatura:

Muchas gracias Presidente, un saludo especial a 
la Mesa Directiva y también a todos aquellos que han 
atendido esta invitación y se han inscrito para partici-
par en este audiencia. En términos generales yo diría 
que es buen esfuerzo de actualización y de mejora-
miento tanto en lo sustantivo como en el procesal del 
régimen disciplinario vigente aplicable a los servidores 
públicos, pero como toda obra del ingenio humano, es 
susceptible de mejoramiento y de búsqueda de una re-
gulación que haga mucho más precisas las condiciones 

falta a la imposición de una sanción y por supuesto a 
la garantía del debido proceso en el trámite. Por eso 
sin perjuicio de cierto nivel de detalle que queda en la 
ponencia escrita, como lo decía el Magistrado Osuna, 
relativa a la redacción ya en particular de ciertas prohi-
biciones, de ciertas inhabilidades, voy a referirme aquí 
a ciertos temas más gruesos que considero importantes 
abordar.

El primero de ellos tiene que ver con el tema de la 
culpabilidad y en particular con la noción de culpa gra-
ve, resulta que este estatuto puntualiza que en materia 
de culpabilidad a título culposo, solo serán sanciona-
bles las faltas que se cometan a título de culpa graví-

porque si uno atiende el criterio normativo, que hoy 
-

tiende por culpa gravísima, por culpa grave y por culpa 
leve, la noción que de culpa grave trae esta ley es la 
que en realidad corresponde a la culpa leve; luego en la 

práctica no se estaría sancionando al servidor público 
cuando comete la falta con culpa grave, sino cuando 
la comete con culpa leve, y yo considero que hay que 
entrar en una precisión conceptual acerca del contenido 
de la noción de culpa grave.

En segundo lugar, el tema de la prescripción de la 
acción disciplinaria. La Ley 1474 le amplió la posibili-
dad en el tiempo al operador disciplinario de ejercer la 
titularidad de la acción, porque copió la fórmula de la 
Ley 610 para el trámite de los procesos de responsabi-

-
dad de cinco años y luego un término prescriptivo de 
otros cinco años. Aquí se abandona la idea del plazo de 
caducidad y se retoma el tema de la prescripción, el le-

lo que considera pertinente y apropiado para este tipo 
de actuaciones, pero si se opta por mantenerse exclusi-
vamente en el plano de la prescripción y no abordar la 
caducidad, me parece excesivo y exagerado el término 
prescriptivo de la acción para la resolución del recurso 
de apelación. 

Se está diciendo son cinco años de prescripción para 
el trámite del proceso, hasta el proferimiento del fallo 
de primera instancia, y luego se dice, pero el operador 
de segunda instancia tendrá un plazo de dos años para 
resolver el recurso de apelación; a mí francamente eso 
me parece exagerado, desproporcionado, y que no se 
corresponde con una idea de una administración públi-

se previó que por ejemplo en el tema del ejercicio de la 
potestad sancionatoria de la administración, si bien allí 
no se habla de prescripción sino de caducidad, el térmi-
no de caducidad para resolver los recursos, que inclu-
sive puede ser reposición y subsidiario de apelación, 
es de un año; luego no se ve porqué tanta largueza y 
generosidad con el término de prescripción de la acción 
disciplinaria en el tema de la resolución del recurso de 
apelación.

En tercer lugar, hay un tema que a mí siempre me ha 
preocupado y sobre el cual francamente no se avanza 
en esta revisión de la Ley 734, y es el de los criterios 
para distinguir las faltas graves de las faltas leves; la 
normativa actual establece una posición diferenciada 
en cuya virtud la falta gravísima está expresamente ti-

-
nal, mientras que las faltas graves y las faltas leves co-
rresponden al abuso de derechos, el incumplimiento de 
deberes, o la incursión en prohibiciones que se tazarán 
como de mayor o menor gravedad en función de unos 
criterios que trae la norma, que a mi modo de ver no 
son para nada garantistas con el disciplinado.

Por ejemplo, se establece como criterio de valora-
ción el grado de culpabilidad, entonces fíjense lo que 
va a pasar, si usted ha obrado con dolo o con culpa, eso 
hará que la sanción por ese solo hecho tenga una puni-
ción distinta, y resulta que ahora ese mismo dolo y esa 
misma culpa se los están teniendo en cuenta para decir 
si la falta es grave o si la falta es leve, con lo cual en 
el caso del dolo, el dolo se está teniendo en cuenta dos 
veces para sancionar al operador. Cuando le dicen que 
la conducta es dolosa, pero además cuando le dicen que 
por ser dolosa la falta es grave y no leve, luego ese cri-
terio a mí me parece que raya con lo inconstitucional.

Y hay otros criterios que quedan muy a criterio del 
operador, la naturaleza esencial del servicio, entonces 
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ahí uno se hace dos consideraciones, o la norma es ino-

es porque es esencial, porque si no, no sería cataloga-
da como servicio, o qué pasa cuando la ley no le ha 

servicio, no la norma, entonces dónde quedan el prin-
cipio de legalidad y el principio de tipicidad en materia 
sancionatoria, y peor aún, cuando se dice que se tenga 
en cuenta el grado de perturbación del servicio.

¿Cómo se mide ese grado de perturbación? Mucho, 
poquito o nada. A partir de qué grado en la graduación 
de la perturbación, si es que este es factible de medir, 
se considera que después de ‘x’ porcentaje el argumen-

de trascendencia social de la falta o el perjuicio causa-
do? ¿La falta tiene trascendencia social porque tiene 
repercusión mediática? ¿O tiene trascendencia social 
por la ilicitud sustancial que en sí misma conlleva su 
realización? Entonces, todos esos elementos que debe-

-
zar el principio de legalidad y el principio de tipicidad 
quedan deferidos al operador disciplinario, entonces 
dependiendo de lo que opine un operador u otro, una 

o como falta leve y eso no es constitucional.
Entonces, yo creo que aquí la Comisión de ponen-

tes, debería acometer con mucho juicio y acuciosidad 
un análisis sobre la pertinencia de esos criterios que 

seguridad jurídica a los propios servidores públicos 
para que de antemano sepan que si realizan una con-

la falta resulte de la ponderación que el operador haga 
de cada uno de esos criterios.

Y una consideración similar merece el tema de los 
criterios para atenuar o agravar la sanción, de manera 
similar hay parámetros que resultan más de la valora-
ción que en concreto haga de lo que le parece al opera-
dor, que de la constatación objetiva, que de la ocurren-
cia de la circunstancia de graduación de la sanción se 
derive de los hechos que se encuentran probados en el 
expediente. En mi escrito, que dejo a consideración de 
los ponentes, traigo una serie de sugerencias en cuanto 
a cuáles podrían ser esos criterios más garantistas, más 
propiamente constitucionales, que servirían tanto para 

para establecer esos criterios de atenuación o agrava-
ción de la sanción.

Igualmente creo yo que hay un par de temas de or-
den procesal que merecen ser considerados, lo que tie-

tiene que ver con el plazo para la interposición del re-
curso de apelación contra el fallo. Cuando en esta mis-
ma Corporación, y en particular esta Comisión Primera 
de la Cámara, que fue muy acuciosa y diligente en la 
discusión del Libro Primero de la Ley 1437, se procu-
ró que las normas de procedimiento administrativo se 
acompasaran más a ese debido proceso administrativo 
que debe caracterizar las actuaciones administrativas, 
y por eso la Ley 1437 estructuró un mucho mejor sis-

el que traía el Decreto número 01 de 1984, entonces lo 
que aquí propongo es, por qué no utilizar para el siste-

1437, en lugar, por ejemplo, de seguir persistiendo en 

ya el nuevo Código trae un mucho mejor sistema a tra-

que permite utilizar otra serie de mecanismos comple-
mentarios para garantizar el efectivo conocimiento del 
afectado, de la decisión tomada y a la vez le da mucho 

que estas sean válidas y que no se incuben allí nulida-
des procesales futuras.

Y en lo que tiene que ver con el tema del término 
para la interposición del recurso de apelación, si bien se 
avanza, se avanza en un grado mínimo, al pasar de los 
precarios tres (3) días que hay hoy, a cinco (5), pero aun 
así yo creo que cinco (5) días siguen siendo un término 
demasiado precario y lesivo del ejercicio del derecho a 
la defensa por parte del disciplinado, ¿Por qué? Porque 
recuerden que en este tipo de actuaciones no es obli-
gatorio estar asistido por apoderado, entonces muchas 
veces el disciplinado solo recurre al abogado cuando le 
imponen la sanción, pero tiene un término muy apre-
miante de cinco (5) días para conseguir el abogado y 
llegar a un acuerdo, que este conozca el expediente y 
que pueda interponer el recurso, y resulta que frente a 
este mismo tema de las garantías en los procedimientos 
administrativos, la misma Ley 1437 toma la decisión 
de duplicar el término del Decreto 1, de pasar de cinco 
a diez días el plazo para interponer y sustentar el recur-
so de apelación, luego por qué no adoptar esta misma 
regla en materia disciplinaria.

Y un último comentario señor Presidente, al mar-
gen, repito, de las particularidades que dejaré a con-
sideración de la Comisión, tiene que ver con un tema 
que no ha sido abordado nunca y es, las consecuencias 
que se derivan para la entidad en la cual labora el ser-
vidor público, cuando habiendo este sido sometido a 
una medida cautelar de suspensión provisional debe ser 
reintegrado. Resulta que no solamente en ciertos casos, 
por ejemplo, cuando es absuelto hay que pagarle los 
salarios y prestaciones que dejó de percibir, si no es 
que esto tiene una implicación en materia de seguridad 
social, resulta que sobre esa nómina extemporánea la 
entidad tiene que hacer los aportes a salud y pensión 
que dejó de hacer oportunamente al servidor público, lo 
cual hace que por ser extemporáneo, automáticamente 
la entidad tenga que pagar una multa y unos intereses 
de mora, cuando las más de las veces no es ella la res-
ponsable, porque la suspensión provisional la dispuso 
la Personería o la Procuraduría, pero como el empleado 
es suyo, ella es la que tiene que acarrear con la mul-
ta. Entonces, para prevenir este tipo de situaciones, se 
plantea que cuando haya lugar al reintegro del servidor 
público y haya que pagarle esos salarios y esas pres-
taciones, cuando la entidad vaya a pagar los aportes a 
la seguridad social haya una causal legal de exclusión 
de tener que pagar una multa o algún tipo de intereses.

Yo creo que dejaría a salvo el patrimonio de las en-
tidades y haría que no se corriera el riesgo de que des-
pués, por ejemplo, la entidad le presente una demanda 
a la Procuraduría porque por causa del reintegro, en 
un proceso iniciado por ella, tuvo que pagar una multa 
por la extemporaneidad en el pago de salarios y pres-
taciones. Para no abusar del tiempo señor Presidente 
y agradeciendo la invitación cursada, hasta ahí dejo la 
intervención y pongo a disposición de la Secretaría el 
texto completo de los comentarios al proyecto. Muchas 
gracias.
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Presidente:
Doctor Manuel Restrepo, agradecerle por su inter-

vención y por supuesto que tendrá un nuevo espacio, 
hemos tomado nota, también se lo comento al doctor 
Osuna, como se lo comento a todos los participantes, 
de cada uno de los comentarios oportunos que ustedes 
están planteando, y que por supuesto, discutiremos 
en la Comisión de Ponentes. Le damos la bienvenida 
al doctor Germán Navas, que es también ponente de 
esta iniciativa. Muchas gracias señor representante por 
acompañarnos, y procedemos a darle el uso de la pala-
bra al doctor Germán Navas.

El señor Presidente concede el uso de la palabra 
al honorable Representante Carlos Germán Navas 
Talero:

Contestar su saludo y decirle que puntualito estoy 
aquí escuchando para aprender. Gracias.

El señor Presidente concede el uso de la palabra 
a la doctora Paulina Canosa Suárez, Magistrada 
de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo 
Seccional de la Judicatura de Bogotá:

Bueno muchas gracias. Yo también me uno a las 
palabras del doctor Osuna en el sentido de que he traí-
do apenas unos comentarios personales sobre algunos 
temas que me causan inquietud en relación con el pro-
yecto que actualmente va a entrar en discusión y que va 
a ser objeto de una proposición o de una ponencia para 
debatirse en la Comisión y en la Plenaria de la Cámara 
de Representantes. A pesar de que sabemos que nues-
tra especialidad es lo jurisdiccional, me he tomado el 
atrevimiento de hacer también algunos comentarios en 
lo que tiene que ver con el proceso administrativo dis-
ciplinario en…, que no son, pues no agota totalmente 
el tenor del proyecto.

Considero que en el artículo 3º, parágrafo 2º, al pro-
yecto debe agregarse la mención expresa de los emplea-
dos judiciales, los auxiliares de la Justicia y los Jueces 
de Paz, porque si bien es cierto que en el artículo 262 
se están mencionando a los Jueces de Paz como sujetos 
disciplinables, hay otros artículos en los que se hace 
mención de los mismos, como el artículo 26 del pro-
yecto que hoy nos ocupa y que no se hace esa mención, 
entonces creo que por una técnica legislativa conviene 
incorporarlos, además porque en este momento esta-
mos también atendiendo los debates del proyecto de 
Acto Legislativo número 18 de 2014 Senado y 153 de 
2014 Cámara, acumulado con los Proyectos números 2, 
4, 5, 6, 12 de 2014 Senado, que pretenden reformar el 
artículo 257 de la Carta Política, atribuyendo también a 
las salas jurisdiccionales disciplinarias la competencia 
para el juzgamiento jurisdiccional disciplinario de los 
empleados y de las empleadas de la Rama Judicial. En-
tonces, hay la necesidad de hacer esa mención expresa 
para que vayamos de la mano con la posible aprobación 
de aquella reforma.

Y también, a los auxiliares de la Justicia cuya com-
petencia fue atribuida a estas Salas, en virtud del artí-
culo 41 de la Ley 1474 de 2011.

Y entrando en el punto preciso de estas competen-
cias, quiero hacer las siguientes precisiones: En el ar-
tículo 78 del proyecto se dispone un capítulo de faltas 
especiales que pueden cometer los notarios, y consi-
deramos que deben agregarse los respectivos artículos 
que remitan al catálogo de deberes, faltas y en gene-
ral prohibiciones de la Rama Judicial, es decir, a la ley 

Estatutaria de Administración de Justicia, que porque 
estos deben ser los mismos que se van a aplicar a los 
empleados y a las empleadas judiciales, y yo veo que 
el legislador que ustedes lo han previsto en el proyecto 
al suprimir en el artículo 84 del proyecto, que estaría 
sustituyendo al 67 de la Ley 734 de 2002, el término 
de superiores jerárquicos como aquellos que tienen el 
ejercicio de la acción disciplinaria porque ya el supe-
rior jerárquico de los empleados no va a disciplinar-
los sino que esa competencia, por primera vez, se va a 
ejercer por parte de nuestras Salas, es de todos sabido 

-
cionarias judiciales de investigar a sus propios emplea-
dos, porque tiene ahí mismo, en su despacho, el grave 
problema, y nosotros hemos visto muchas denuncias 
contra jueces por ese tipo de investigaciones porque 
terminan convirtiéndose en denuncias por acoso labo-
ral y demás.

También consideramos que debe hacerse mención 
expresa de que hay una ley estatutaria para los Jueces 
de Paz, que es la Ley 497 de 1999, que tuvo el doble 
debate en el Congreso como se hacía en esa oportuni-
dad de que algunas normas se le dio el trámite de ley 
ordinaria y a otros artículos de ley estatutaria, porque 
en la Jurisdicción Disciplinaria que es donde estamos 
conociendo estos procesos contra Jueces de Paz se ha 
presentado un… llamémoslo “caos jurisprudencial” 
por esa falta de precisión legislativa, porque desde lue-
go que hay situaciones que las vamos a solucionar los 
jueces en la práctica, pero necesitamos que desde ya 
en el proyecto quede la precisión conceptual sobre el 
punto, sabemos también que aquí en el Congreso de la 
República está discutiéndose un proyecto de Reforma 
a la Ley 497 de 1999, pero se está incurriendo, a mi 
juicio, y también espero tener la oportunidad de hacer 
la intervención pertinente, en confundir a los Jueces de 
Paz como unos miembros más de la jurisdicción ordi-
naria, olvidándose de que son dos jurisdicciones que 
contempla la Carta Política, la jurisdicción ordinaria, 
que es a la que todos vamos a ser llamadas y llamados 
o vamos a llamar a los demás, y la jurisdicción de paz 
y la jurisdicción indígena.

Entonces, hay una ley estatutaria para la jurisdic-
ción indígena que contempla las faltas y las sanciones, 
y resulta que la Ley 734 de 2002 nos habla de que se 
trata de un Código Único Disciplinario y eso ha ge-
nerado que nos traigamos a los Jueces de Paz, toda la 
justicia ordinaria forzadamente a la justicia ordinaria 
y les estemos exigiendo un debido proceso, ¿Cuál? El 
de la justicia ordinaria, cuando ellos tienen su debido 
proceso contemplado en una ley estatutaria. Les esta-
mos exigiendo también el cumplimiento de deberes y 
los estamos llamando a responder por faltas y los esta-
mos sancionando con sanciones que tiene la Ley 734 
de 2002, cuando la Ley 734 debe ser únicamente un 
Código de Procedimiento Único para esos efectos, por-
que se trata de una jurisdicción especial que tiene una 
ley especial que los regula.

Entonces si en este momento estamos tramitando un 
Código que lo estamos llamando General del Proce-
so para sustituir un Código que lo llamamos Único del 
Proceso, se nos van a terminar acabando los sinónimos 
para luego entrar a reformarlo y ahora ponerle Código 
Exclusivo, no sé qué palabra vamos a buscar, porque 
vamos a tener que seguir incluyendo cosas que en este 
momento no están claras y que han generado, lo repito, 
problemas en la jurisdicción disciplinaria de aplicación 
de estos estatutos.
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Por otra parte, en torno a los auxiliares de la justicia, 
en el artículo 41 de la Ley 1474 de 2011, el Congreso 
tuvo a bien y es una norma muy favorable, el darnos la 
competencia para investigar y juzgar a los auxiliares 
de la justicia, todas y todos sabemos el grave problema 
que hay en la jurisdicción ordinaria por aquellas perso-

el que son encargados por los jueces de la República. 
Pero hay una omisión legislativa, señor Presidente, hay 
una omisión legislativa porque no nos dieron faltas ni 
sanciones para aplicarles a los auxiliares de la justicia 
y esto también ha creado un caos jurisprudencial por-
que hemos acudido de pronto a párrafos aislados de 
alguna Sentencia de la Corte Constitucional que se le 
ocurrió decir que los auxiliares de la justicia desempe-

en el artículo 44 de la Ley 1474 de 2011, que reformó 
el artículo 53 de la Ley 734 de 2002, que la función 
pública es aquella que cumple los cometidos estatales 
y los auxiliares de la justicia no están llamados a cum-
plir ningún cometido estatal porque el Estado no tiene 
entre sus funciones valorar bienes, cuidar bienes, rendir 
cuentas de la administración de los bienes, ni demás, 

son colaboradores de la administración de justicia. 
Entonces tenemos una competencia, pero resulta que 
nosotros estamos investigándolo jurisdiccionalmente 
como administradores de justicia y los auxiliares de la 
justicia no son administradores de justicia, sino que son 
colaboradores de la administración de justicia. 

Entonces buscando cómo concretar la competencia, 
hemos hecho un ejercicio que a mi juicio no resulta 
acorde con la Carta Política, que es el de buscar a ver 
dónde encontramos faltas disciplinarias que aplicarles 
y sanciones, y entonces se ha dicho en un sinnúmero de 
providencias que ya hemos tenido del Consejo Supe-
rior de la Judicatura en unos casos que debe aplicarse 
la Ley 734 de 2002, en otras que el Acuerdo 1518 de 
2002 de la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura, en otros que el Régimen del Código 
de Procedimiento Civil y ya último que el Régimen 
del Código General del Proceso, llegándose a decir in-
clusive que para excluir de la lista, reitero, de la lista, 
tenemos que hacer un proceso disciplinario contra un 
auxiliar de la justicia con el desgaste institucional que 

existe por supuesto en la Ley 734 de 2002, y que yo 
no sé cómo haría la Procuraduría General de la Nación 
para registrar un tipo de sanción de ese en su registro de 
antecedentes. Entonces, tenemos que precisar que esa 
es una función administrativa que siempre ha existido 
y que la ha tenido la Sala Administrativa del Conse-
jo Superior de la Judicatura, que es que aquel auxiliar 

-
laborarle a la administración de justicia y no va, pues 
se le informe inmediatamente  a la Sala Administrativa, 
borre de la lista a este señor, quien se inscribió volun-
tariamente para ganarse unos emolumentos y cuando 
se le llama no cumple, no, y entonces es decir, fue tan 
sabio el legislador que en el Código General del Pro-
ceso quitó el trámite de incidente, de exclusión de los 
auxiliares de la justicia, para enviarlo rápidamente a un 
trámite administrativo.

Entonces no podemos confundir los trámites correc-
cionales con los trámites legales, y por lo tanto estamos 
llamados a hacer, hacer el ejercicio, señor Presidente, 

de diseñar un catálogo de faltas en las que puedan incu-
rrir los auxiliares de la justicia, teniendo en cuenta pre-
cisamente qué tipo de auxiliares de la justicia existen, 
porque para poner un ejemplo, los curadores ad lítem, 
los curadores ad lítem, son abogados que de conformi-
dad con el artículo 19 de la Ley 1123 de 2007, son juz-
gados como tales, está expresamente mencionado en el 
parágrafo, pero resulta que también son auxiliares de 
la justicia, entonces, vamos a juzgarlos por el mismo 
hecho en un doble juzgamiento disciplinario y discipli-
nario jurisdiccional con Ley 1123 y disciplinario juris-
diccional con la Ley 734 de 2002, y eso por supuesto, a 
pesar de que hay una, para mí, para mí una infortunada 
sentencia de la Corte Constitucional que permite doble 
juzgamiento disciplinario, yo creo que la Corte Consti-

lo dicho en esa sentencia.
En relación con los partidores, más grave todavía la 

situación porque en la Sala Disciplinaria del Consejo 
Seccional de la Judicatura de Bogotá, se tiene el crite-
rio de que como no están mencionados en el parágra-
fo del artículo 19 de la Ley 1123 de 2007, no pueden 
ser juzgados como abogados, y entonces solamente los 
juzgaríamos con Ley 734 de 2002 que en este momento 
no tiene faltas ni sanciones, por lo tanto tenemos una 
inconcebible excepción de hecho, no, que refuerza el 
argumento de que tenemos allí una excepción de in-
constitucionalidad frente a la competencia que nos ha 
dado el legislador, porque hay una omisión legislativa.

El caso de los secuestres, los secuestres antes del ar-
tículo 41 de la Ley 1474 de 2011 no tenían un régimen 

público cuando los llaman a cuidar un bien. Nos dan 
una competencia en un artículo de renglón y medio, 
pero no nos dan faltas. ¿De dónde sacamos las faltas? 
Entonces se ha ido la jurisdicción también a buscar en 
el artículo 55 de la Ley 734 de 2002, la aplicación del 
régimen de particulares que administran Justicia, ca-
yendo nuevamente en el error de que los auxiliares de 
la justicia por cualquier cosa pueden administrar justi-
cia, lo cual no puede ser cierto, ¿no? 

Mírese los casos también dramáticos como, por 
ejemplo, los médicos de medicina legal, que son ser-
vidores públicos y por lo tanto por sus actuaciones u 
omisiones pueden ser investigados administrativamen-
te por el régimen de la Ley 734 de 2002, pero aquí 
como son auxiliares de la justicia por el mismo hecho 
también los vamos a juzgar jurisdiccionalmente con la 
misma Ley 734 de 2002. Entonces los auxiliares de la 
justicia son muchos y tienen distintas funciones, distin-
to origen y eso hay que legislarlo con precisión.

Ahora mírese como, ahora hay auxiliares de la Jus-
ticia que son personas jurídicas, entonces eso también 
hay que prestarle un poco de atención porque yo he 
visto que ahora salen los nombramientos, nombrada la 
empresa, no sé, Paulina Canosa & Cía. Ltda., y bueno 
¿y a quién vamos a juzgar? O a los peritos que ellos 
tienen allá, los secuestres, al representante legal, qué 
falta pueden cometer y demás, todo esto tenemos un 
vacío muy grande, que hacemos nosotros un ejercicio 
interpretativo para tener la competencia y porque la so-
ciedad clama porque haya una Justicia frente a los auxi-
liares de la Justicia, y no se la podemos brindar porque 
nos hacen falta estas herramientas.

Y también tenemos auxiliares de la justicia que no 
son auxiliares de la justicia, hay entidades adminis-
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trativas como, no sé, la Dirección Nacional de Estu-
pefacientes ¿todavía existe? Bueno. Que sacan un re-
glamento, un acuerdo y dicen adoptamos el listado de 
auxiliares de la justicia para nuestra entidad, pero re-
sulta que la Dirección Nacional de Estupefacientes no 
administra justicia y entonces nos mandan todas esas 
investigaciones, mire que el secuestre se quedó con el 
bien, que no entrega el bien, que no rinde cuentas y no-
sotros nos vemos contra los palos porque buscamos en 
las leyes a ver dónde están las competencias, las com-
petencias si la tenemos, pero las faltas, las sanciones, 
los deberes y no las encontramos claras. Entonces este 
es un punto que tenemos que resolver de una vez, si de 
verdad queremos hacer un Código Único que contem-
ple todo lo que tenemos en cierres. A ver si me adelanto 
un poquito. 

En relación con los defensores, con el derecho a la 
defensa que se está incluyendo como un principio, no 
sé porque se suprime el derecho a la defensa, la men-

-
do la persona se encuentre ausente, se suprime. Yo pre-
sumo que eso estaba contemplado expresamente en el 
artículo 17 de la Ley 734 de 2002, pero la Corte Cons-
titucional en algunas sentencias, entre ellas si no estoy 
mal la C-948 de 2002, nos dijo: “No solamente para la 
etapa del juicio, sino que si usted inicia una investiga-
ción contra una persona que no la puede encontrar”, yo 
por ejemplo, investigo un juez, si el juez 24, ahí está, 
pero si ya el juez 24 sabemos que se fue del país por 
ejemplo,  y no podemos encontrarlo, desde el principio 
de la investigación tenemos que garantizarle una defen-
sa técnica y eso lo ha dicho la Corte Constitucional,  lo 
estamos suprimiendo para toda la parte hasta la formu-
lación de los cargos y creemos que al contrario, debe 
quedar expreso no solamente para la investigación del 
ausente, sino también para la investigación del discapa-
citado; tenemos que crecer en protección de derechos 
fundamentales.

Y en relación con la obligatoriedad de que el dis-
ciplinado este ha existido por un defensor en la etapa 
del juzgamiento, quiero contarles para ilustración y yo 
todavía no tengo una proposición clara que hacer, es-
tamos creo que en el debate, como el doctor Édward 
nos lo ha invitado a hacer y de pronto muchas cosas 
que decimos podemos después, decir, hombre estaba 
equivocada, recojo esta apreciación, pero me atrevo a 
decir lo siguiente: en Ley 1123 de 2007 que es el régi-
men disciplinario de los abogados, tenemos un proceso 
oral, en el cual el artículo 104 dice que tiene que estar 
presente el disciplinable o su defensor, no podemos ha-
cer audiencia como lo hace por ejemplo un juez labo-
ral de la oralidad, en aplicación de la Ley 1474 solo él 
puede hacer audiencia solo, nosotros no, tenemos que 
tener presente al disciplinable o a su defensor y no se 
imaginan la demora que es conseguir que un defensor 

-
que no hay en nuestro país desafortunadamente una 
cultura, ni siquiera todavía de leerse la Ley 1123 de 
2007 y catálogo de deberes para actualizar su conoci-
miento en ese mismo estatuto o esa misma, perdón no 
es un estatuto, es un código de faltas y de sanciones, 
mucho menos para actualizar sus direcciones cuando 
ejercen la profesión en los términos del artículo 19 de 
la misma ley, mucho menos para acudir al llamado de 
la justicia, agréguese a eso que este es el único, creo, 

-
rreos. Entonces nos devuelven los correos, los envían 

mal, están felices con la Rama Judicial por el error en 
la digitación, por el error en las direcciones, porque el 
disciplinable cambia y cambia la dirección todos los 
días, a ver si hace incurrir en error, además da direc-
ciones electrónicas, luego se va fuera del país y pide 
exhorto comisorio y demás y a esto le vamos a agregar 

la experiencia nos ha mostrado, como pasa uno y dos 

Lo propio sucede con las investigaciones discipli-

que casi siempre terminan en un inhibitorio de planos, 
lo que refuerza esa conducta, digamos dilatoria o esa 
cultura que tenemos los colombianos de decir, no va-
yamos que eso no pasa nada, o del mismo disciplinable 
llamar a la persona. Yo creo que debemos mejorar la 
redacción del artículo si se mantiene la defensa técnica, 
que por supuesto, no vamos en contra de eso, sino que 

-
sione no va a ser relevado de ese cargo, ni siquiera por 
la presencia del disciplinable, ni del disciplinable con 

hacen presentes a la audiencia y en ninguna ley esta-
ba esto legislado, pero en la práctica judicial nosotros 
aceptamos que tan pronto llegaba el disciplinable des-

presente, entonces, llega, se va, llega, se va, y nos toca 
estar nuevamente nombrándole defensor, y todo esto 
alarga los términos y entonces, en cuanto a los térmi-
nos, porque yo no quiero tampoco extenderme mucho 
más, y de pronto ya estoy abusando de la paciencia de 
la Mesa y de mis compañeras y compañeros, quiero de-
cirles que en relación con el término extendido de la 
prescripción de la acción disciplinaria, considero que 
es la peor política criminal que puede asumir el Estado.

Similar crítica hicimos cuando la, en su momento la 

que por fortuna ahora fue suprimida pero a costa de la 

interrupción de la prescripción, lo cual a mi juicio no 
ha debido suceder. Fíjense que estamos implementando 
un procedimiento oral y la Corte Constitucional nos ha 
dicho que este proceso tiene que estar rodeado de otros, 
que la Corte Constitucional llama principios procesa-
les constitucionales que entre ellos está la celeridad y 
por eso no podemos alargar un proceso que lo estamos 
pasando casi a verbal totalmente, no? Alargarlo, exten-
diéndole los términos cuando lo que persiguen estos 
procesos orales o verbales, es la reducción de los tér-
minos, es la pronta y efectiva aplicación de la justicia.

Entonces lo que debemos hacer es requerir al Mi-

-

para prestar justicia en el menor tiempo posible, pero 
no hacerle el juego a la dilación de los procesos porque 

en demandas contra el Estado, un proceso en el cual 
diez años, veinte años, un Estado sub judice para que al 

-
lución, pues hombre yo sí con toda seguridad formulo 
una demanda, cuando uno es al actor, digamos el juez 
disciplinario, uno sí quiere que le extiendan los térmi-

la Champion y etc., que no nos los podemos ver, pero 
realmente cuando uno es el sujeto disciplinable quiere 
que le digan ya si va a quedar condenado, si va a quedar 
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absuelto, si va a quedar archivado. Entonces nosotros 
tenemos que entre esos dos extremos buscar el término 
medio, porque somos en este momento los ciudadanos 
que queremos que se impongan estos procedimientos 
orales, con términos cortos, con procedimientos efecti-
vos y por supuesto no se puede aceptar que esos térmi-
nos se extiendan. Fíjense como con la Ley 906 se hizo 

-
vestigara disciplinariamente y la Corte Constitucional 
tuvo que intervenir a exigirle al Congreso que limitara 

dos años, cuando no se han logrado los elementos del 
juicio, de juicio necesarios.

Fíjese doctor, que es que el paso del tiempo acaba 
con todo tipo de investigación y ya después no encuen-
tra uno la prueba entonces para qué nos extendemos 
más en el tiempo. Entonces por lo tanto yo considero 
que no debe darse una extensión e innecesaria, y perju-
dicial para las investigaciones y los juzgamientos dis-
ciplinarios.

es justo que el Estado premie a quien infringe la ley y 
además es desleal con sus cómplices porque lo que está 

la que tenemos, donde cada día van degenerándose los 
valores de nuestra sociedad, pues le estamos mandan-
do un mensaje negativo, estamos diciéndole, hombre 
si usted delinque, luego viene con unas rebajitas de 
penas, por confesión y delación, entonces sume, reste, 
multiplique y ¿con cuánto se va a quedar y cuánto va 
a terminar pagando? Y eso a mí me parece muy grave, 
en cambio sí estoy de acuerdo con la confesión, por-
que la confesión consiste en asumir la responsabilidad 
y evitar un desgaste, es decir, que nosotros sí estamos 
obligados a hacerles investigaciones y a buscar cómo 
sancionar aquellas personas sobre todo por los actos 

cualquier precio, no a cualquier precio y a mí me pa-
rece que en un estatuto ético no deben contemplarse 

También decía que apoyaba lo del doctor Osuna en 
relación con la doble instancia para la investigación y 
juzgamiento, de los magistrados y magistradas de los 

-
res delegados respectivos, porque esto quedó en el olvi-
do, seguramente o espero no haya leído yo mal esto, en 
cuyo caso ofrezco de una vez disculpas, pero entiendo 
que se dejó solo para los aforados y altos funcionarios 
del Estado que actualmente están siendo investigados 
por el Procurador General de la Nación.

Entonces, si bien es cierto, que yo no he visto y tam-
poco la tengo, ninguna queja contra quienes nos inves-
tigan actualmente, la Corte Suprema de Justicia o el 
Consejo Superior de la Judicatura en única instancia 
penal y disciplinariamente, sí estamos viendo que no-
sotros que estamos garantizando la independencia ju-
dicial nos estamos privando de ella porque no tenemos 
sino un juzgamiento y a los de los consejos seccionales 
más grave aún, porque nos investiga la misma auto-
ridad que nos designa obviamente por concurso, pero 
que nos designa que nos hace de superior jerárquico, es 

summum 
de la falta de imparcialidad, aunque repito no hay nin-
guna queja hasta ahora por parte de ningún magistrado 

que yo conozca porque haya habido o existido algún 
abuso y ya termino doctor, porque no puedo dejar pasar 
por alto el indulto disciplinario que se está proponiendo 
en el proyecto de ley, porque es la primera vez, yo no, 
de pronto no, se me ha pasado por alto, pero me que-
dan cincuenta años más para estudiar, que en alguna 
ley le hayan dicho a los jueces cómo tiene que aplicar 
el principio de favorabilidad, eso lo hacemos los jueces 
de la República, sin que el legislador nos diga, como 
se está proponiendo en el artículo transitorio 270, las 
sanciones de inhabilidad que se estén cumpliendo a 
consecuencia de la resarción de una falta gravísima, se 
reducirán así, ta, ta, ta. 

Todo esto no es sino consecuencia de que en el pro-
yecto, a mi juicio, equivocadamente, se están disminu-
yendo las penas graves y se están aumentando las pe-
nas para los casos que no ameritan a veces casi ni una 
amonestación y yo le pido al Congreso de la Repúbli-
ca, que en eso prestemos una especial atención, porque 
a lo que estamos llamados es a incrementar las penas 
por los actos de corrupción y no a aumentar las penas 
por los casos que superan lo correccional, pero que no 
son tampoco tan graves para el cumplimiento del deber 
funcional y esto se está incrementando casi en una ter-
cera parte, pero además se está haciendo, y fíjense que 
todo es correlacionado, se está haciendo para favorecer 
a los delatores, entonces siempre resulta más fácil ser 
delator que ser una persona que es vencida en un juicio, 

delator. Es inconcebible. Le agradezco mucho.
Presidente: 
Bueno honorable Magistrada, muchas gracias, es-

peramos que por favor el documento que ha servido de 
base para su intervención, igual que a todos los inter-
vinientes. 

Doctora Paulina Canosa Suárez: 
Sí, ya lo he entregado en físico y en medio magné-

tico.
Presidente: Procedemos a darle el uso de la palabra 

al doctor Jorge Eliécer Gaitán, él es Secretario General 
del Colegio de la Judicatura de Colombia y también 
Magistrado del Consejo Seccional de la Judicatura de 
Bogotá, con la misma invitación para todos, a la au-
torregulación del tiempo, no he querido con el Repre-
sentante Pedrito Pereira, limitar el tiempo, porque es-
pecialmente reconozco el trabajo que han hecho y que 
esos insumos justamente son los que nos van a servir 
para acertar en la ponencia pertinente. Aprovecho para 
saludar a los Representantes Édward Rodríguez y Ha-
rry que se han hecho presentes y también hacen parte 
de la Comisión, el primero como ponente también de 
esta iniciativa.

El señor Presidente concede el uso de la palabra al 
doctor Jorge Eliécer Gaitán, Secretario General del 
Colegio de la Judicatura de Colombia y Magistrado 
del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá:

Muchísimas gracias, sea lo primero advertir que al 
igual que los miembros de la Judicatura que me han 
precedido, vamos a centrar las observaciones nuestras 
en el tema jurisdiccional, sin embrago, como se trata de 
un código que se aplica en su integralidad y que aplican 
los jueces disciplinarios, algunos de los temas están ne-
cesariamente contenidos.
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Lo primero que queremos nosotros hacer, es llamar 
la atención sobre lo negativo que resulta a través del 
Proyecto, tratar de vincular a todos los institutos del 
proceso penal al proceso disciplinario. Penalizar el 
proceso disciplinario resulta absolutamente inadecua-
do porque su naturaleza y su esencia es completamente 
diferente, pensemos, por ejemplo, en punto de derecho 
de defensa, mientras que no existe ni la más mínima 
discusión acerca de esa garantía su contenido y su al-
cance en el ámbito penal, de manera más o menos pa-

la defensa podía ser material o técnica, no entendemos 
cuál es la razón jurídica, para proponer un cambio de 
esa naturaleza, sobre todo en puntos como lo que desta-
có la doctora Paulina, referente a las faltas leves.

Imagínense ustedes tener que contratar un abogado 
defensor cuando el funcionario público es investigado 
por la comisión de una falta leve, por llegar tarde, por 
no atender una instrucción, una recomendación de su 
superior, es decir, esas faltas que ontológicamente no 
representan un mayor perjuicio para la administración 
se termina convirtiendo en una carga insoportable para 
el investigado.

Pero además conseguir un defensor público en Bo-
-

cado, imagínense ustedes lo que sucede si un emplea-
do de una Alcaldía de Acandí en el Chocó, del Charco 
en Nariño, está siendo investigado disciplinariamente 
donde no hay ni siquiera un abogado litigante en el 
pueblo y toca suspender el proceso disciplinario para 
conseguirle un defensor. En ese sentido creemos noso-
tros que la propuesta que traía el Código Disciplinario 
Ley 734 debe mantenerse en el sentido de que la garan-
tía del derecho a la defensa técnica se limite al ejercicio 
en el ámbito de la libertad del disciplinado de postular 
un defensor y en todo caso cuando la persona sea inves-
tigada como ausente.

En este sentido también creemos nosotros que el 
Código Disciplinario debe evolucionar, en el sentido 
de eliminar del Código, las faltas leves, la falta leve 
por su naturaleza y de acuerdo a lo que ya había esta-
blecido la Corte Constitucional en la Sentencia 1076 
de 2002 es inconstitucional, y se reproduce esa norma 
este Proyecto de Código, de manera inadecuada porque 
cuanto le cuesta al Estado hacer un proceso discipli-
nario para culminar después de siete y diez años con 
un fallo disciplinario e imponerle a un servidor público 
una multa de cinco días de salario y decirle usted hace 
ocho o nueve o diez años cometió una falta y lo vamos 
a sancionar con cinco días de salario.

En este sentido es sano el código cuando mantiene 
la norma referida al orden interno, aquellas conductas 
que no tienen ilicitud sustancial porque no trascienden 

pública, aquellas conductas de pequeña valía cometi-
das por el servidor público como algunos de los ejem-
plos que he mencionado, llegar tarde o desatender una 
instrucción o tener de pronto alguna contrariedad con 
un usuario de la justicia no debe ser objeto de sanción 
disciplinaria, sino de correctivo administrativo aplican-
do el antiguo artículo 51 de la Ley 734 que prevé esas 
circunstancias.

En el tema de la prescripción creemos nosotros que 
estando en un Proceso de Paz, sería sano que el Código 
Disciplinario tuviera en cuenta de alguna manera, algu-

los investigados disciplinariamente han tenido que ver 
-

nera, para citar ejemplos directos los miembros de la 
Policía Nacional y de las Fuerzas Militares que están 
siendo objeto de investigaciones disciplinarias y en ese 
sentido el código tiene que reconocer que hay que irnos 
preparando para eso.

Hemos propuesto que si bien es cierto, la prescrip-
ción de la acción disciplinaria se debe limitar y reducir 
a su justa proporción en el tema de las faltas referidas a 
conductas que puedan ser consideradas como crímenes 
de lesa humanidad o crímenes de guerra para armoni-
zar el ordenamiento jurídico interno con la normativa 
internacional, ese tipo de faltas deberían ser impres-
criptibles. 

Con relación a las sanciones habría que advertir que 
tal y como está estructurado el modelo para determinar 
el quantum de la sanción aplicable, va a ocurrir en la 
práctica que funcionarios investigados por la comisión 
de faltas graves dolosas resulten con una sanción más 
benigna que los investigados y sancionados por faltas 
culposas. Ahí hay una desproporción importante en la 

que va a generar problemas constitucionales y que se-
guramente va a provocar que esas sanciones y que el 
mismo código antes de ser proferido ya estén alistando 
las demandas constitucionales por violación del princi-
pio de proporcionalidad.

Sobre la estructura de las faltas queremos llamar la 
atención sobre las faltas que se consideran por infrac-
ciones a los derechos humanos o por infracciones al 
DIH. La Ley 734 establecía una única falta por infrac-
ción del DIH y decía que constituye falta disciplinaria 
gravísima, las infracciones graves al Derecho Interna-
cional Humanitario, entendiendo que la estructura del 
ilícito disciplinario generalmente no está contemplada 
en el Código Disciplinario sino que hay que completar-
la a través de una norma de remisión como esa a otros 
instrumentos jurídicos, y sí se ocupaba de establecer de 
manera muy puntual algunas conductas que en el ám-
bito de los derechos humanos son consideradas como 
violaciones a los derechos humanos.

Sin embargo, en esta materia tenemos un retraso y 
una deuda enorme frente a los instrumentos públicos 
que son instrumentos internacionales que han sido sus-

60 % de las conductas violatorias a los derechos hu-
manos no están contenidas en el Código Disciplinario 
como falta gravísima, lo cual en sí mismo es una de-

como se hace la descripción de la falta por infracción al 
DIH debe hacerse la falta por derechos humanos, una 
cláusula general que simplemente diga que constituye 
falta gravísima, las graves violaciones a los derechos 
humanos, permitiendo que el operador disciplinario 
complete la estructura de la falta acudiendo a los instru-
mentos internacionales que existen y rigen en esa ma-
teria, por el contrario creemos, como lo he mencionado 
al inicio de esta intervención, que la falta leve no so-
lamente es inconstitucional sino que debe desaparecer 
del ordenamiento jurídico disciplinario porque además 

desproporcionadas frente al daño que el servidor pú-
blico le causa a la función pública con ese comporta-
miento.
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Pensemos por ejemplo, para los Magistrados del 
Consejo de la Judicatura existe una norma que dice que 
no importa en qué tiempo, si alguna vez fue sanciona-
do disciplinariamente no importa si por falta gravísima, 
grave o leve, no podrá nunca ser Magistrado de la Sala 
Disciplinaria, entonces, si a mí me sancionan por llegar 
tarde, me imponen una multa de cinco días constituye 
un antecedente disciplinario y ya no podré nunca ser 
Magistrado de la Judicatura, pero también existen otros 
ejemplos como en el caso de los notarios que también 
la ley les exige ausencia total de antecedentes.

Creemos nosotros que es una oportunidad impor-
tante para proyectar y profundizar la participación de 
las víctimas dentro del proceso disciplinario, la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos ha sido reitera-
tiva en su jurisprudencia señalando que la sanción dis-
ciplinaria constituye per se, una forma de reparación a 
las víctimas en el caso de las violaciones a los derechos 
humanos e infracciones al DIH, por esa razón creemos 
nosotros que la Sentencia de la Corte Constitucional 
que habilitó la participación de las víctimas dentro del 
proceso disciplinario, está introduciendo además una 

el sentido de que siempre se ha considerado que aquí 
no hay bienes jurídicos protegidos y siempre se ha esti-
mado que lo único que protege el derecho disciplinario 
y la función pública pero tratándose de derechos hu-
manos y DIH, la jurisprudencia constitucional ha ad-
vertido que eso no es así, por eso se le permite la parti-
cipación, pero el Código no establece cómo, entonces, 
nosotros creemos que uno de los mecanismos que se 
debe establecer allí es consagrar de manera expresa el 
derecho de postulación para que las víctimas puedan 
tener apoderado judicial dentro del proceso disciplina-
rio de cara a que esa garantía que se está estableciendo 
en el Código no termine siendo una nota de papel escri-
ta ahí que materialmente no tiene ningún efecto.

Con relación a los términos procesales, queremos 
anotar que muy loable resulta que se establezca que el 
juzgamiento se debe hacer en veinte días, sin embargo, 
la realidad jurídica y procesal es completamente dife-
rente ¿Para qué vamos a establecer un término que nin-
gún operador jurídico en Colombia está en condiciones 
materiales de cumplir? 

Ayer mismo tenía una audiencia en la Judicatura 
donde se estaba investigando a un abogado por una 

donde solamente estaba investigado una persona, for-
mularon la imputación, formularon los cargos en junio 
del año 2009 y a diciembre del año 2013 no se había 
podido ni siquiera hacer la audiencia de formulación de 
acusación porque el abogado de manera reiterada pedía 
aplazamiento, estaba enfermo, hacía sustitución, tenía 
audiencia en otro juzgado, si trasladamos esos proble-
mas del proceso penal al proceso disciplinario nos va-
mos a ver enfrentados a que los procesos disciplinarios 
van a durar eternamente y esos términos no se pueden 
cumplir. Hay que racionalizar los términos, esos veinte 
días para realizar la práctica probatoria del juicio no 
se pueden cumplir ni siquiera cuando exista un solo 
investigado y cuando la falta sea una falta leve, pense-
mos en investigaciones disciplinarias muy complejas 
que tienen que ver con verdaderos actos y empresas 
criminales de corrupción en fraudes que todo el mun-
do conoce como los de Cajanal, como los de Telecom, 
como los del Seguro Social, como los que se presentan 
en la DIAN, en el tema de impuestos pensar que las 

pruebas se van a realizar en veinte días es una ilusión, 
pero además esos términos también deben entenderse 
en el sentido de cuál es la carga laboral que tienen los 
operadores disciplinarios en Colombia.

La Procuraduría en su informe al Congreso, el año 
pasado indicó que tenía algo así como unos cincuenta 
y siete mil procesos, la Judicatura informó sobre unos 
cuarenta y cinco mil procesos, si le sumamos los pro-
cesos de órganos de control interno disciplinario y de 
Personerías Municipales, existen en Colombia más o 
menos unos ciento cincuenta mil procesos disciplina-
rios. ¿Cómo se pretende que con esa carga laboral se 
pueda cumplir con los términos procesales? Por eso el 
llamado es a racionalizarlos porque además después 
estamos nosotros enfrentados a investigaciones por no 
cumplir los términos procesales y hay un desgaste de la 
jurisdicción adicional. 

Tampoco creemos nosotros que el Código Disci-
plinario se deba prestar para una feria de rebajas de 
sanciones disciplinarias, aquí estamos hablando ni más 
ni menos que conductas que atentan contra el erario 
público, sanciones disciplinarias que tienen que ver 

tomado la administración o el erario público para apro-
piarse de los recursos del Estado y pensar en estas re-
bajas sin esos criterios, terminaría favoreciéndose de 
manera grave esos intereses. 

En punto el régimen disciplinario de los funciona-
rios judiciales, el primer llamado que queremos hacer 
al Honorable Congreso de la República, es el estableci-
miento de la doble instancia, no solamente porque los 
órganos internacionales así lo exigen, porque los con-

así lo demandan, sino también porque es una garantía 
del debido proceso del cual los Magistrados actualmen-
te no gozan. 

Creemos nosotros que en el Proyecto se debe corre-
gir el sentido y el alcance de la jurisdicción disciplina-
ria, pues aquí se limita a mencionar que esta compren-
de a los funcionarios judiciales, cuando eso no es cier-
to. La jurisdicción disciplinaria en realidad tiene unos 
alcances mucho más largos, ya lo han mencionado aquí 
los Jueces de Paz, los árbitros, los conciliadores, los 
auxiliares de la justicia y en ese sentido debe precisarse 
para evitar confusiones. 

Los términos que el Código Disciplinario establece 
como del procedimiento verbal que se establece para 
los funcionarios judiciales deben desaparecer, si esta-
mos hablando de un Código General del Proceso Dis-
ciplinario, deben haber unos únicos términos, no debe-
mos estar estableciendo esas diferencias que solamente 
han provocado confusión y que solamente han provo-

los procesos disciplinarios. Sin embargo, sí debemos 
señalar que siendo muy positivo que se esté haciendo 
un tránsito hacia la oralidad, el proceso disciplinario 
debería ser todo oral, todos los regímenes procesales 
están migrando hacia la oralidad y no entendemos no-

que el proceso disciplinario se mantenga en ese estado. 
Pero de todas maneras elogiamos el avance que se pro-
pone en el sentido de que el juicio si sea a través del 
proceso verbal, pero allí se deben introducir unas mo-

Interno Disciplinario, como para la Procuraduría Ge-
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neral de la Nación y que sí operan para la jurisdicción 
disciplinaria. 

El mecanismo de manejo del proceso disciplinario 
por la jurisdicción disciplinaria debe quedar en manos 
del magistrado instructor y ese magistrado instructor 
debe llevar el proceso desde que se le asigna por re-
parto, hasta antes del fallo de primera instancia, todas 
y cada una de las decisiones que adopte en el marco 
del proceso las debe proferir únicamente el magistrado 
instructor, derivando el fallo para la Sala Disciplinaria, 
¿por qué? Porque si involucramos desde el principio 
del proceso a los otros miembros de la Sala Discipli-
naria los vamos contaminando, la garantía de objeti-
vidad de la Corporación está en que el otro que va a 
dictar el fallo nunca ha participado en el proceso y por 
lo tanto se mantiene totalmente limpio de prejuicios y 
sobre todo de formarse juicios anticipados si ha formu-
lado los cargos disciplinarios, de manera tal que la for-
mulación de los cargos disciplinarios debe quedar en 
manos del magistrado instructor y el fallo únicamente 
derivado para la Sala Disciplinaria. En ese sentido tam-
bién hay que establecer  una variación, el manejo de las 

-
digo Disciplinario establece que una vez ha concluido 

en lo jurisdiccional nosotros no hacemos una audiencia 
de lectura de fallo, la Sala se reúne, emite el fallo y 

de la secretaría y no en cabeza de los que emiten el fa-
llo disciplinario que son los magistrados. Ahí hay que 
establecer una diferencia.

Quisiéramos llamar la atención también, como lo ha 
hecho la doctora Paulina, en el sentido de que hay que 
eliminar la norma de la 1474 que nos dio competencia 
para conocer de las faltas disciplinarias contra los auxi-
liares de la justicia, porque ellos de manera técnica no 
administran justicia, pero sí el honorable Congreso en 

lo mantiene, hay que colocar cuáles son las conductas 
constitutivas de la falta y las sanciones que se pueden 
imponer, pues ese vacío legal que existe actualmente 
nos está generando en la Judicatura muchísimas com-
plicaciones, excepciones de inconstitucionalidad, de-
cisiones en sentidos contrarios, decisiones que aplican 
las sanciones administrativas como si fueran discipli-

-
cesos, la Corte Constitucional los terminará tumbando 
por violación del principio de legalidad.

Lo mismo pasa con los Jueces de Paz, en la Judi-
catura existen siete magistrados y catorce posiciones 
jurídicas sobre la interpretación del Régimen Discipli-
nario aplicable a los Jueces de Paz. Para algunos son 
sujetos destinatarios de la Ley Disciplinaria, especial o 
sea la Ley Estatutaria de la administración de Justicia 
y para otros son simples particulares que administran 
justicia y que tienen un Régimen Especial en la 497. 
Hay que aprovechar la Reforma al Código Discipli-
nario para hacer esas precisiones de manera que esos 
procesos no sigan quedando en un limbo jurídico que 
afecte el principio de legalidad y que puedan ser fá-
cilmente controvertibles en sede constitucional por la 
Corte Constitucional.

Quisiera concluir simplemente entonces, que el Co-
legio de la Judicatura de Colombia ha venido haciendo 
un examen juicioso del texto aprobado en sesión Ple-

naria del Senado de la República, que ha elaborado una 
ponencia que a continuación radicaré en la Secretaría 
de la Comisión para que se tenga en cuenta, buscando 
llamar la atención sobre algunos vacíos y algunas con-
tradicciones que están en el texto legal, pero también 
buscando aportar para fortalecer el Código Disciplina-

Jurisdicción Disciplinaria. Les agradezco muchísimo 
el tiempo y su atención.

Presidente: 
Muchas gracias, doctor Jorge Eliécer Gaitán, re-

cepcionaremos por supuesto su documento. Vamos a 
darle el uso de la palabra a la doctora Claudia Patricia 
Paz, que es delegada del Ministerio de Hacienda ¿no se 
encuentra? Procedemos, entonces, a darle la palabra a 
la doctora Martha Lucía Bautista Cely, Vicepresidente 
del Instituto Colombiano de Derecho Disciplinario y se 
prepara el doctor Fernando Rodríguez Castro, también 
del mismo Instituto.

El señor Presidente concede el uso de la palabra 
a la doctora Martha Lucía Bautista Cely, Vicepre-
sidente y Directora Ejecutiva del Instituto Colom-
biano de Derecho Disciplinario, Secretaria Gene-
ral de la Confederación Internacional de Derecho 
Disciplinario y Conjuez de la Sala Disciplinaria del 
Consejo Superior de la Judicatura:

Señor Presidente le vamos a pedir excusas por cam-
biarle el orden.

Presidente: 
No hay inconveniente, por respeto a su mercé, que 

se había inscrito inicialmente, procedí a llamarla ini-
cialmente, pero entonces procedemos a darle el uso de 
la palabra al doctor Fernando Rodríguez Castro.

El señor Presidente concede el uso de la palabra 
al doctor Fernando Rodríguez Castro, Presidente 
del Instituto Colombiano de Derecho Disciplinario:

Gracias señor Presidente, honorables Representan-
tes, compañeros de este auditorio. No quiero exten-
derme porque como quiera que se hizo un documento 
escrito que se presentó en el día de ayer y se envió por 
correo electrónico, en el que reposan más con detalle 
las preocupaciones que tenemos en la Reforma que se 
presentó al jefe del Ministerio Público. Solo voy a to-
car unos temas muy breves que ya tuvieron, digamos, 
anticipación por parte de los Magistrados del Consejo 

a los términos del proceso y a los términos de las san-
ciones. 

Cuando se presentó el Código Disciplinario ya en 
el 2002, en la Exposición de Motivos se decía textual-
mente: el Código Disciplinario Único busca fortalecer 
la función preventiva de los organismos de control do-

para lograr la corrección de la conducta de quienes des-
empeñan funciones públicas y sobre todo herramienta 

país.
El Proyecto presenta en su artículo 49 unas clases 

y límites a las sanciones disciplinarias y luego en el 
artículo 270 del Proyecto se señala la forma de usar 
la favorabilidad sobre lo que ya se pronunció la doc-
tora Paulina Canosa, nosotros creemos que esto es un 
eufemismo que disfraza de cierta forma una rebaja de 
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-
plinario Único se hubiesen alcanzado y dijéramos que 
la corrupción en el país tiende a bajar, estaríamos de 
acuerdo que esa gradualidad o escalonamiento que se 
presenta en el artículo que ya cité, pues se hiciese, pero 
cuando estamos diariamente escuchando los casos de 
corrupción que ya no va por millones sino por miles de 
millones, las noticias del día de hoy, nos mostraban una 
corrupción en el Ejército Nacional con dineros a vícti-
mas, indemnizaciones que pasan los trescientos setenta 
mil millones de pesos. Nos decían las noticias que su-
man más de ciento cincuenta millones de dólares, que 
es más grande que el Fondo Premium de Invercolsa, 
entonces, frente a estas, tamaño que ha alcanzado la 
corrupción, bajar y limitar las sanciones como se pre-
sentan en el Proyecto, pensamos que va en contravía 
con lo que es la realidad.

Si en el Proyecto del año, que se inició en el año 
2000, por el doctor Bernal Cuellar y él insistió muchas 
veces y ahora lo hace desde la Academia, en que las 
sanciones que él pedía, llegaran a la inhabilidad a trein-
ta años, porque lo que se buscaba era que esa persona 
no solamente no volviera, no solamente sacarla de la 
Función Pública y del Servicio Público, sino que no 
regresara, ¿sí? Porque todos sabemos por el recuerdo, 
la memoria que tenemos en el derecho penal y en el 
derecho sancionador en general, pues que la persona 
que está incurriendo en estas sanciones está haciendo 
sus cálculos y está diciendo, si hago esto, recibo esto 

-
so, pues voy a estar tanto tiempo por fuera del servicio 
pero voy a poder regresar a él.

Creemos que es inconveniente ese tipo de rebajas 
pero además, porque también como lo dijo el doctor 
Jorge Eliécer, al hacer las cuentas y al hacer la matemá-
tica nos estamos encontrando que a veces por ejemplo, 
las faltas, la sanción mínima para la falta gravísima, 
diez años concurre con la sanción máxima de la falta 
gravísima, con culpa gravísima, entonces empezamos 
con esas incongruencias. La sanción para las faltas 
gravísimas con culpa grave se entremezcla con la san-
ción de faltas graves dolosas y así tenemos en detalle 
para los ponentes. ¿Qué pasaría en la práctica con es-
tas gradualidad de las sanciones? Además, porque esa 
gradualidad de las sanciones existía, era tarea del juz-
gador, el juzgador hacía la gradualidad porque además 
la proporcionalidad era obligatoria, no podía sacarse de 
la manga o de manera sin motivación alguna irse a la 
sanción más alta o al punto más bajo, cuando además la 
diferencia eran décadas, me voy a diez años o me voy a 
veinte, entonces eso tenía su gradualidad.

En este punto quiero recalcar la incongruencia en 
los términos de la sanción y la prescripción, vemos los 
términos que trae el Código, ya el doctor Jorge Eliécer, 
decía, es irreal pretender que un fallo se saque en veinte 
días o que las pruebas se practiquen en tanto tiempo, 
pero al mismo tiempo estamos ampliando el término 
de la prescripción, y entonces uno dice: sumo meses y 
días para ver cuánto investigo, cuánto practico pruebas, 
cuando tengo que sacar el fallo, cuando no sé qué, y 
eso no me da dos años, y mientras tanto tengo siete o el 
Proyecto eran diez años de tener el expediente y al su-
jeto disciplinable atado a una investigación, entonces, 
yo digo qué se va a hacer en el resto del tiempo, si no 
voy a practicar pruebas no voy a fallar, no voy a hacer, 
si me voy a tener a los términos tan estrictos que trae 

el procedimiento, el expediente simplemente va a estar 
ahí engavetado, como decimos. 

Entonces nos preocupa, porque además aumentar 
-

tructor o el fallador se acelere, sino todo lo contrario, 
sabemos por la experiencia de los magistrados que son 
penalistas, que se pierde toda la inmediatez de las prue-
bas, entonces, llamar al año sexto a un testigo, pues ya 
el testigo ya olvidó todo y menos si son faltas leves 
o graves y decir, es que cuando ponemos en, ejempli-

vemos la operatividad del procedimiento, nos preocupa 
que no se acelere, que es lo que todos buscamos una 

todo lo contrario, entonces el ejemplo que, tomando el 
ejemplo que ponía el doctor Jorge Eliécer, llega el fun-
cionario tarde, entonces, yo como jefe o superior qué 
hago, lo denuncio para que se le haga un proceso que 
tiene mucho de verbal y que tendrá que tener un aboga-
do y después me empiece a pasar, el que llegó tarde un 
día, me empiece a pasar excusas para defenderse en un 
proceso verbal, porque otras cosas también nos preocu-
pan, hay un mito y el mito no se ha desbaratado a pesar 
de la realidad, de la tozudez de la realidad y eso es por 
ejemplo que los procesos verbales son más rápidos.

Cuando veíamos, ya casi veintipico de años atrás 
cuando estuve yo en la universidad y veía lo único que 
estudié de derecho laboral, veía uno los procesos ver-
bales, laborales, una única audiencia, una segunda au-
diencia y uno veía que la misma audiencia se suspendía 
durante cinco años y entonces, y no era la realidad, no 
era lo que uno había estudiado sino que la práctica era 
totalmente distinta. Acá nos pasa igual, sabemos los 
defectos que ha tenido el sistema penal acusatorio y 
aun así seguimos replicándolo y decimos sí sí, vamos 
a volver todo verbal, hacemos la alerta como institu-

para acompañar los procesos disciplinarios? ¿Hay en 
-

acompañen estas diligencias? Porque además en el año 
2011 y lo saben acá los funcionarios de la Procuradu-
ría porque ellos fueron los comisionados para adelantar 
las investigaciones, se investigó a dos hermanos en un 
proceso verbal y en un proceso ordinario, el ordinario 
terminó tres meses antes ¿por qué razón? no era más 
rápido en la práctica de las pruebas, en las audiencias, 
no, la realidad está ahí está documentada, se demoró 
muchísimo más, eso sin mirar la práctica de las prue-
bas, digamos en los procesos del 1123, en los que son 
varios implicados y se confabulan con sus defensores, 
el proceso nunca va a llegar a feliz término y de eso 
me pueden dar fe los que están aplicándola día a día 
como la doctora Paulina Canosa. Ahora bien, por eso 
queremos, no nos oponemos al proceso verbal, pero sí 
queremos que sea moderado su uso. 

que se mezcló con lo de la caducidad y aumentó los tér-
minos, ahora estamos frente al Proyecto que va en siete 
años, nosotros pediríamos que ese tiempo se disminu-
yera muchísimo, porque si no, con la misma graduali-
dad de las sanciones nos tenemos un proceso de siete 

Entonces se sancionó doble, se sancionó a la persona al 
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Antes de terminar porque como no quiero extender-
me por lo que ya les comenté, quería agradecerle a la 
Cámara de Representantes el darnos esta oportunidad 
y quería presentarles a los doctores Élmer Rodríguez 
que viene del Perú y al doctor Eliazar Pablo Moreno, 
Presidente de la Confederación de Derecho Disciplina-
rio, él viene de México porque también él representa 
al Instituto en ese país, ellos estaban en la ciudad de 
Bogotá porque había una reunión de directivas de esta 
agrupación, pero han estado muy preocupados por lo 
que han encontrado, o sea la casualidad de que ellos 
llegaron en ese momento, pero han encontrado que se 
está tramitando la Reforma también aquí en este recin-
to, la Reforma Constitucional que se ha denominado 
el Equilibrio de Poderes y que también afecta porque 
esas van a ser las personas que van a aplicar parte de 
este Código, entonces, también estaría de acuerdo yo 
con lo que solicitó el doctor Osuna, que se reposara un 
poquito el estudio de esta Reforma del Código de Pro-
cedimiento, en espera de la entidad que resulte como en 
reemplazo del Consejo Superior de la Judicatura.

Estos amigos que vienen del exterior, siempre han 
estado sorprendidos de las instituciones que se han 
creado aquí en Colombia como el Consejo Superior de 
la Judicatura en su Sala Disciplinaria, como los Magis-
trados seccionales, como la Procuraduría y las funcio-
nes que se tienen acá en derecho disciplinario y tanto 
que en las actividades legislativas en sus propios países 
lo que se ha buscado es un poco replicar el modelo y 
la experiencia colombiana que reconocemos que tiene 
muchísimos defectos, es que no estamos diciendo que 
estamos copiando, sino que, pero que también se ha 
transcurrido una experiencia grande que no se tiene 
porque desechar y decir, no es que vamos a cambiar 
este artículo si no mirando el diagnóstico, es que cuan-
do, haciendo el símil, cuando el médico va a operar, 
primero tiene el diagnóstico, esto debe tener un diag-
nóstico de cada cambio, y no cambiar para ver si nos va 
mejor o peor de lo que ya tenemos. Bueno con estas po-
cas palabras, les agradezco muchísimo la oportunidad.

Presidente: 
Doctor Pedrito Tomás Pereira Caballero.
Presidente: 
Gracias doctor Rodríguez, en el orden de inscrip-

ción tiene la palabra la doctora Martha Lucía Bautista 
Cely, Vicepresidente del Instituto Colombiano de De-
recho Disciplinario, le rogamos sea prudente con el 
manejo del tiempo. 

El señor Presidente concede el uso de la palabra 
a la doctora Martha Lucía Bautista Cely, Vicepre-
sidente y Directora Ejecutiva del Instituto Colom-
biano de Derecho Disciplinario, Secretaria Gene-
ral de la Confederación Internacional de Derecho 
Disciplinario y Conjuez de la Sala Disciplinaria del 
Consejo Superior de la Judicatura:

Bueno muchísimas gracias, también voy a tratar de 
respetar muchísimo el tiempo, quiero dejar constancia 
que la participación tanto del doctor Fernando Rodrí-

Instituto Colombiano de Derecho Disciplinario fren-
te al Proyecto de Reforma presentado, es una postura 

Disciplinario de alerta a la Comisión de ponentes y a la 
Academia sobre las preocupaciones que tenemos como 
organización académica frente a la Reforma. Tenemos 

dos puntos y dos características especiales frente al 
Proyecto y es, que es innecesaria y es improcedente 
por las siguientes razones: antes de entrar a agotar estas 
dos características que le hemos dado al Proyecto me 
permito hacer claridad frente a la Comisión y a todos 
los asistentes, que el Instituto Colombiano de Derecho 
Disciplinario asistió en calidad de escucha en la Comi-
sión de Redacción del Proyecto donde nos consta real-
mente el trabajo que hizo un grupo de profesionales ex-
pertos en materia disciplinaria, fue un estudio juicioso 
de un reconocido grupo de profesionales colombianos 
amantes del derecho disciplinario, respecto del cual no 
compartimos, respetamos absolutamente su experien-
cia, respetamos absolutamente su trayectoria en mate-
ria disciplinaria pero no compartimos en su gran mayo-

artículo por artículo porque aquí nos quedaríamos en 
una controversia jurídica bastante amplia, sin embargo, 
si recomendamos a la Comisión de ponentes se estudie 
este Proyecto en seis grandes temas como son el dolo, 
la culpa, la prescripción, el derecho de defensa, el pro-
cedimiento y los límites de las sanciones, sin dejar de 
analizar y de darle la importancia a la competencia en 
materia disciplinaria en Colombia.

A términos generales, nosotros lo que hemos visto 
en estos, en términos generales y características comu-
nes de estos seis bloques en los cuales hemos visto la 
Reforma, es una generosidad inconveniente frente a los 
límites de las sanciones, lo mismo que en los criterios 
que se han tenido en cuenta para determinar la prescrip-
ción con unos términos excesivos, todo lo que se trae 
el Proyecto en derecho de defensa que ya no me voy a 
extender porque ya ha sido tratado por los intervinien-
tes anteriores, si para determinarles y dejarles absoluta-
mente clara la postura del Instituto en el sentido de que 
no se puede pretender que el Derecho Disciplinario en 
su práctica caiga en los cuestionamientos que hoy sos-
tiene el sistema penal acusatorio y su poca efectividad 
en Colombia.

Puede decirse que la nueva Reforma al Código Dis-
ciplinario parte de una orientación penalista acusatoria 
más contrariando la autonomía y la independencia y 
evolución del Derecho Disciplinario, desconociéndo-
se así los precedentes jurisprudenciales en la materia, 
entre otras por ejemplo la Sentencia a la Corte Consti-
tucional C-500 del 16 de julio del 2014, que preserva 
la facultad del Legislador para establecer los proce-
dimientos y recursos del Derecho Disciplinario en la 
lucha contra la corrupción administrativa, así como la 
facultad de la Procuraduría para destituir e inhabilitar 
funcionarios públicos, incluidos los de elección popu-
lar.

El nuevo proyecto es tímido en hacer referencia a la 
competencia de la Procuraduría General de la Nación 
para investigar y sancionar a los funcionarios públicos 
de elección popular, no puede proponerse reformas por 
situaciones coyunturales, menos que bajen la guardia 
en la lucha contra la corrupción administrativa des-
conociendo el interés general de los ciudadanos en el 

como ya lo advirtió el señor Presidente cada día va más 
en ascendencia. 

El Derecho Disciplinario en su desarrollo debe 
propender por la salvaguardia de las garantías funda-
mentales de quienes intervienen en el Procedimiento 
Disciplinario, sin desconocerse mucho menos los dere-
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chos de los disciplinados, el Derecho Disciplinario es 
una rama del Derecho Sancionatorio sui generis en el 
Estado colombiano, que no contraría las normas inter-
nacionales como lo ha señalado reiteradamente la juris-
prudencia en las Sentencias C-028 de 2006, C-500 de 
2014, el procedimiento ordinario que hoy estructura la 
Ley 734 de 2002 a partir de su artículo 150 y el verbal 
a partir del 175 es sano y recomendable en la lucha 
contra la corrupción administrativa, permite las priori-
dades y ajustes que en esta lucha debe darse. 

Con los prolongados términos de la prescripción, 
se perpetúa la vinculación del servidor público a un 
proceso disciplinario, se encarece la defensa cuando se 
requiera de abogado, en este caso en todos los proce-
sos disciplinarios, además que permanecerá sub judice 
sin solución a su vinculación; es incomprensible que 
los términos de la indagación, investigación y juicio se 
mantengan y hasta se limite en la expedición del fallo, 
pero al mismo tiempo se amplíen desproporcionada-
mente los términos de la prescripción.

¿Qué se hará en un largo tiempo como lo trae en la 
nueva reforma disciplinaria? ¿No es acaso el ideal de 
los procesos que se adelanten rápidamente y si exis-
ten sanciones, estas se impongan a la mayor brevedad, 

-
rrupción? ¿Las personas van a estar vinculadas largo 

-
nadas con un corto tiempo en su sanción? ¿Es más one-
roso estar investigado y ser eventualmente sancionado? 
En realidad, la realidad de a puño en Colombia, es que 
sí hay una problemática que requiere ser reformada y 
a esto quiero recordar una oración que hablaba de, que 
el Derecho Disciplinario viene siendo jalonado por una 
carreta que está desvencijada, una carreta que requiere 
realmente de reforma, de adecuación para que el De-
recho Disciplinario siga su curso y esa carreta desven-

-
ciplinario sobre las cuales el Instituto Colombiano de 
Derecho Disciplinario coloca una propuesta a la Comi-
sión de Ponentes de Reforma, la cual sí realmente daría 
mayor celeridad al proceso disciplinario.

En estos términos, dejamos la postura del Institu-
to Colombiano de Derecho Disciplinario, pero no sin 
antes advertir y decir y cerrar mi intervención con otra 
frase célebre del doctor López Michelsen que decía, 
“que los colombianos estamos acostumbrados, que 

otra”, ello para decirles que el Instituto Colombiano de 
Derecho Disciplinario considera que la Ley 734 está 
dando los resultados óptimos para la administración 
pública y para ello no se requiere una reforma en este 
momento.

En este sentido y para que nosotros valoremos lo 
que nosotros tenemos, los avances y los resultados que 
estamos obteniendo hoy como Colombia, es que hemos 
aceptado el acompañamiento de estos dos extranjeros, 
porque ellos quieren darnos la visión de lo óptimo que 
nosotros tenemos en Colombia, para que nosotros re-
conozcamos realmente lo que tenemos, Colombia es 
pionera en la aplicación del Derecho Disciplinario, pio-
nera en el mundo en la legislación disciplinaria, la cual 
ni siquiera nosotros mismos reconocemos. Muchísimas 
gracias y presentaremos entonces la propuesta por es-
crito a la Comisión.

Presidente: 
Muchas gracias doctora Martha. Tiene la palabra el 

doctor Alfonso Cajiao, que representa la Defensoría del 
Pueblo.

El señor Presidente concede el uso de la palabra 
al doctor Alfonso Cajiao Cabrera, Secretario Gene-
ral de la Defensoría del Pueblo:

Muy buenos días, con el saludo protocolario a la 
Mesa Directiva, a los honorables Representantes y a 
todos los asistentes. Insistir en que en la reforma no-
sotros participamos desde el primer día, convocados 
como Ministerio Público por la Procuraduría General 
de la Nación y el Proyecto que ha sido discutido en el 
Senado es un producto en principio terminado pero que 
comprenderán ustedes que cuando uno se acerca a un 
proceso como este, la ambición personal o si se quiere 
la ambición institucional de hacer reformas radicales 
a las normas encuentra ciertas talanqueras. Estuvimos 
en este mismo escenario hace ya un año y medio largo, 
haciendo la reforma institucional de la Defensoría del 
Pueblo para sintonizarla al siglo, una entidad que ya 
acusaba ciertos actos de vejez y el primer asunto con el 
que nos encontramos fue la limitación de orden presu-
puestal, entonces quisiéramos sobre ese primer punto 
establecer ¿por qué el sistema de la doble instancia o de 
la única instancia? Entonces:  Primero, con el respeto 
debido, existen dos áreas de procesos disciplinarios en 
Colombia, los procesos jurisdiccionales y los procesos 
administrativos.

En los procesos jurisdiccionales se dan unas reglas 
particulares debido a la sujeción que tienen en los debe-
res los jueces, pero la especialidad de sus normas res-
cata el asunto, estamos de acuerdo, consideramos y es 

de la justicia y el tema de los Jueces de Paz debe resol-
verse, es relativamente sencillo hacerlo, son particula-
res que ejercen una función pública, es cuestión si se 
quiere de hacer una interpretación del artículo 55 y el 
problema queda automáticamente resuelto.

Segundo, es un hecho histórico en Colombia, el 
paulatino traslado de competencias judiciales a las au-
toridades administrativas, hoy en día ejercen funciones 
sancionatorias más autoridades en Colombia de orden 
administrativo que de orden judicial; solamente piénse-
se en las Personerías Municipales, si hay mil cien mu-
nicipios en Colombia, habrá mil cien Personeros que 
tienen competencias disciplinarias, súmenle a eso a los 
funcionarios de la Procuraduría General de la Nación, 

-
ciplinario, en consecuencia la función administrativa 
sancionatoria rebasa desde el punto de vista cuantita-
tivo la aplicación de las mismas funciones a nivel ju-
dicial.

Acostumbrémonos a eso, en Colombia hay proce-
sos sancionatorios a nivel tributario, a nivel policivo, 
a nivel de impuestos, a nivel de medio ambiente, a ni-
vel disciplinario, a nivel de alta policía administrativa 
en las Superintendencias que rebasan desde el punto 
de vista de los números y de las sanciones impuestas 
las funciones de los jueces, no hay que tenerle temor a 
que funcionarios distintos a los Jueces  de la República 
dispensen Justicia material como lo ha reconocido la 
Corte Constitucional, por eso inclusive y en eso dispen-
samos la expresión “etapa de juicio” que se utiliza en 
el Código Disciplinario Único porque desde hace mu-
cho tiempo se reconoció que el Procurador desarrolla 
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actos materiales de Justicia idénticos a la jurisdicción, 
llamarles la atención sobre algo, el artículo 116 de la 
Constitución permite la aplicación de funciones judi-
ciales por particulares y no solo por particulares sino 
por servidores públicos, recuerden por favor a los ár-
bitros y los conciliadores, no son servidores públicos, 
son particulares disciplinables, ahí está la Ley 640, esa 
primera aclaración queríamos hacer.

Tercero, en torno de las víctimas, señores, el artícu-
lo 110 del Proyecto lo menciona, son sujetos procesa-
les, estamos reconociendo planteamientos que hizo una 

2004 con ponencia de Jaime Córdoba Triviño, el pri-
mer Defensor del Pueblo, en donde se le reconoce tal 
condición de sujeto a la víctima, eso sintonizó al Dere-
cho Disciplinario con las nuevas tendencias hace diez 
años, once en particular. 

Cuarto, nos preocupan en verdad las apreciaciones 
que se han hecho sobre la prescripción y sobre la rebaja 
de sanciones, lo primero que queremos decir sobre esto 

el par por troto, y es aquella que dice que se juzga las 
partes por el todo; se ha mirado la rebaja de sancio-
nes pero no se ha mirado que ella es consecuencia de 
una argumentación previa, relativa al dolo y a la culpa, 
por favor, Vox clamantis in deserto, nadie leyó, la re-

la culpa, no en el dolo, y entonces también volvemos 
a lo mismo, nadie leyó, hace veinte años con la Ley 
200/95 superamos el estándar de culpa del Código Ci-
vil, por favor, la culpa leve no es sancionable en mate-
ria disciplinaria, ¿qué hicimos con el Proyecto? Decir-
lo tranquilamente, son sancionables tres escenarios de 
culpabilidad en Derecho Disciplinario, el dolo como la 
intención clara que parte del conocimiento del hecho y 
para allá vamos, la culpa gravísima con una forma que 
fue muy elaborada en tiempos de Roxin, sobre aquella 
discusión entre el dolo eventual y la culpa con partici-
pación, a la cual la Ley 734 le da un principio de igual-
dad en materia sancionatoria, porque hoy en día si us-
ted comete una falta con intención, con conocimiento y 
si la comete con descuido para no hablar de ignorancia 
supina, etc., se le sanciona con la misma fuerza.

Entonces recuerden esto, no se trata de crear des-
contextualizadamente una baja condicionada, antojadi-
za si se quiere de las sanciones, sino que el artículo 260 
es una consecuencia de otra argumentación que no se 
ha revisado aquí para con el Congreso, señores, cuando 
se ha expresado aquí de que hay corrupción, de que hay 
personas que entienden lo que están haciendo, que se 
preparan, que hacen con conciencia, precisamente ha-
blan del elemento sustancial del dolo, ¿cuál es qué? El 
querer de la voluntad, es que el corrupto normalmente 
o si se quiere en el 90 % de los casos procede con inten-
ción. Es incompatible hablar de descuido y corrupción, 
me explico, una persona no se enriquece culposamente, 
una persona no viola una norma contractual con inten-
ción, lo puede hacer culposamente, entonces cuál fue el 
punto por favor, no miréis el detalle en las sanción sino 
en la culpa, o sea, vámonos al 39 y al artículo referido 
a las sanciones disciplinarias. 

La falta dolosa quedó exactamente igual, revísenla, 
la sanción para la falta dolosa es destitución con inhabi-
lidad de diez a veinte años, fórmula magistral que viene 
desde la Ley 734, contra eso no hemos tenido ninguna 
discusión, la discusión la tuvimos fue en la segunda ca-

tegoría de culpabilidad que es la culpa gravísima en 
donde ustedes van a observar que la sanción hoy en 
día en el numeral 1 del artículo 44 de la 734, es la mis-
ma para el dolo, entonces ¿qué sucede? Una persona 
que llega a un cargo público, ojalá ya que todos somos 
abogados aquí y no quiero pasar en la falacia de la tota-
lidad, o la mayoría de los administradores públicos so-
mos abogados, en atención a eso tenemos conocimien-
to explícito de la norma, pero llega un ingeniero o una 
persona de otra profesión y comete una falta no con in-
tención, ¿de acuerdo?, no con aquella actitud pondera-
da de ocultamiento, de avasallar el dinero público para 
enriquecerse a sí mismo, sino que simplemente uno de 

índice de estos relativos a las complejidades que tiene 
la norma contractual, se equivoca, se la pasan al señor 

ese contrato con otros diez o quince, con otros cuarenta 
-

vidad disciplinaria encima como si fuere un acto co-
lutorio, ¿entonces qué es lo que estamos planteando? 
Una distinción del principio de proporcionalidad para 
rebajarle a la culpa gravísima, más hermana del descui-
do que de la intención, eso es una cosa que queremos 
preservar aquí.

Recuerden que la conducta culposa y no estamos 
buscando categorías del Derecho Penal, la conducta 

el caso nuestro la ignorancia supina, porque claro de-
bemos sancionar a los ignorantes, por supuesto, pero 
no a cualquier ignorante, sino al ignorante que en el 
servicio público no aprende lo que debe saber obligato-
riamente, entonces por favor revisen la relación causal, 
al disminuir las penas las sanciones nosotros no esta-
mos buscando favorecer nada distinto del principio de 
proporcionalidad, según el cual no debe mirarse con el 
mismo rasero al que procede con intención que al que 
procede con descuido. 

Ese es el argumento central, no quiero inmiscuir-
me porque sé, participé con mis compañeros y sé de 
su profesionalidad y sé que estoy usurpando temas de 
los cuales están por mencionar, y entonces ¿qué suce-
dió con el artículo 260? Pues otra cosa muy particu-
lar, ¿aplicar el principio de favorabilidad por vía legal? 

Congreso no debe tener temor en eso, no lo tuvo el Se-
nado acertadamente, ¿por qué?, porque como siempre 
se mira descontextualizadamente el asunto. Si en este 
momento se están cumpliendo sanciones de inhabili-
dad, recuerden, culposas, no dolosas, por favor revisen 
el texto, el Código no está fomentando la corrupción, 
ni esto es una paga de favores como se ha querido in-
sinuar, señores esto es de un producto de un estudio 
sobre un principio de proporcionalidad, según el cual 
encontramos que equiparar en términos sancionatorios 

así las cosas cuando se produzca la reducción de cul-
pa a aquellas personas sancionadas con culpa, no con 
dolo, insisto por tercera vez, ¿qué va a suceder?, que 

control interno disciplinario y las Personerías se verán 
inmediatamente saturadas en las solicitudes ¿de qué?, 
de la rebaja de la inhabilidad, entonces hicimos una 
apuesta, que vemos no ha sido recibida con gusto por 
algunos sectores como sí  por otros, en el sentido de 
que por qué no hacemos una rebaja matemática en el 
punto de una aplicación de una regla sencilla de tres, 
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porque cuando ya la sanción se impuso en su momento, 
la proporcionalidad fue revisada sobre esos criterios, 
entonces le pedimos al Congreso muy respetuosamente 
que se revise el origen del problema de la reducción de 
la sanción, que no es particular a la sanción sino relati-
vo a la culpabilidad.

Ahora bien, para terminar. En torno a la prescrip-
ción, señores la Ley 1474 no ha cumplido los primeros 
cinco años de la caducidad que planteó, ni los segundos 
cinco años de la prescripción, toda la vida en Colom-
bia hablamos de prescripción, no voy a molestar a un 
auditorio culto como este planteándole las distinciones 
entre caducidad y prescripción para hablar de derechos 
y acciones, por favor, pero es evidente que lo que se 
prescribe o lo que se fenece o lo que termina es la po-
testad del Estado de exigir obediencia de sus agentes. 
Por lo tanto el término prescripción es un término co-
rrecto y no sé si alguien lo notó, aquí ha habido voces 
reduciendo la prescripción, pero ustedes deben saber 
algo, la prescripción se aumentó. 

Cuando veníamos de Leyes 200 de 1995 y 734 la 
prescripción fue de cinco, anteriormente había sido de 
uno y después de tres, revisen el Régimen Disciplinario 
de la Policía, el Decreto 085 de 1989 de las Fuerzas 
Militares, con la Ley 1474 la prescripción sube a diez 
años tal cual, yo sé lo que estoy diciendo, la caducidad 
tiene cinco y la prescripción tiene otros cinco, entonces 
fíjense lo que se está haciendo, se traslada la incuria de 
la autoridad pública al destinatario de la norma cuando 

los primeros cinco y eso es una sentencia del Conse-
jo de Estado de Sala Plena de la Sección Quinta de la 
doctora Susana Buitrago en torno de un proceso contra 
un General conocido por violación de Derechos Hu-
manos, nuevamente hacemos la referencia, en donde a 
partir del pronunciamiento del fallo dentro del término 
se agotaba la vía administrativa y seguía la vía guber-
nativa.

Así las cosas cuando revisamos el texto decidimos, 
hombre, volvamos a la prescripción de los cinco años, 
recuerden que la prescripción es un fenómeno dual, 
ambivalente en donde surge un derecho para una per-
sona y se castiga para otra, ese es el origen, cuando 
empezamos a encontrar las estadísticas señores, de los 
procesos disciplinarios que se hacen contra los alcaldes 
y los funcionarios de período, empezamos a descubrir 
que las faltas de ciertos funcionarios de estos, se van a 
encontrar después de que han terminado el período y 
por favor, si se recuerda que el período es cuatrienal, 
por eso fue que hicimos la fórmula y por qué tomamos 
el ampliar, por la sencilla razón de que ya el Código 
de Procedimiento Contencioso Administrativo había 
hecho en un artículo el 57, la sanción a los procesos 
administrativos sancionatorios, que ustedes recordarán 
era de tres años en el viejo artículo 38 del 01 y caduca-
ban, hoy en día con esta norma lo hacen en tres años y 
tienen un segundo término para fallar.

faltas contra los Derechos Humanos doctores, las co-
sas se empiezan a saber en este país muchísimo tiempo 
después, el escenario que nosotros estamos viviendo de 
las rupturas y los quiebres que se hacen a estos dere-
chos no son inmediatas, a este país le está sucediendo 
lo que sucedió con la violencia partidista en la déca-
da del 50, que empezamos a darnos cuenta que había 
violencia cuando salió un libro en 1963 o 64 sobre el 

desarrollo de la violencia en Colombia, y ahora está 
pasando exactamente lo mismo, estamos descubriendo 
que hay violencia, que se maltrata a las mujeres, que 
se maltrata a los niños, cosas que han ocurrido en los 
últimos años pero no en los últimos tres o cuatro, sino 
por lo menos en los últimos veinticinco o treinta años 
como mecanismos de guerra, a partir de la aparición de 
los grupos paramilitares.

señores, son renunciables, los términos son preclusi-
vos, este es un país que tiene una mala costumbre y 
se las muestro en una de las formas administrativas 
más puras que hay de participación ciudadana cual es 
el derecho de petición, ¿cuándo se contestan derechos 
de petición en Colombia? El último día del término, 
somos una cultura, no podemos legislar para europeos 
porque somos una cultura del alargue, nos encanta 
alargar las cosas y en eso se hizo un esfuerzo procesal 
muy importante para ese respecto; entonces yo llamo la 
atención al Congreso y a la Cámara de Representantes 
y a la cultura de su señoría, a que revisen la norma, 
hay cosas buenas, la propuesta del Consejo Superior 
es excelente, indudablemente en eso tuvimos una fa-
lla, la recogemos, pero hacer la reforma es algo que es 
necesario, los Códigos y la vida van evolucionando y 
la discusión de la culpabilidad debe darse con profun-
didad, por eso entregamos el Proyecto que entregamos. 
Muchísimas gracias, muy amables.

Presidente: 
Gracias doctor Cajiao. Tiene la palabra el doctor 

Óscar Villegas Garzón.
El señor Presidente concede el uso de la palabra 

al doctor Óscar Villegas Garzón, Jefe de Control 
Disciplinario Interno, Profesor de Derecho Disci-
plinario en varias Universidades y parte del equipo 
que está integrando la Comisión de la Maestría en 
Derecho Disciplinario de la Universidad Libre:

Muy amable. Muchísimas gracias por la invitación 
que se me hizo, por supuesto que seré breve, casi que 
brevísimo. Un tema puntual concierne con las sancio-
nes, partiendo de la base de que el Código será apro-
bado, sería aprobado porque entre otra manifestación 
hago la siguiente que es una pregunta que me han he-
cho en escenarios académicos como Profesor, me pa-
rece que el Código debe reformarse, la Ley 734 debe 

sus aspectos, un solo argumento es más fe de este, el 
más elemental, el más sencillo, el transcurso del tiem-
po, siete años, doce años, trece años de vigencia, eso 

que se respete, sea el tema que sea, tiene una vida útil 
de cinco años, más o menos, en la edad media el cono-
cimiento se duplicaba cada ciento cincuenta años, hoy 
en día el conocimiento se duplica cada dos. Escucha-
ba a Carlos Arturo Gómez Pavajeau, en el año 2020 el 
conocimiento se duplicará cada dos horas, es impre-
sionante más la dinámica en la administración pública, 
la administración pública colombiana, treinta años en 
la administración pública colombiana me muestra que 
en cinco años las cosas han cambiado de una manera 
impresionante. 

confesión. Parto de este supuesto, así como el confe-
sante es generoso con su confesión, permítame la repe-
tición de la misma palabra, el Estado también debe ser 
generoso con la sanción, veo en el Proyecto una incon-
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gruencia, que se puede, por supuesto, superar de una 
manera relativamente sencilla. La idea es la siguiente, 

-
naria gravísima dolosa, en la práctica no tengo ninguna 

¿por qué? Por la presencia de un inciso que me parece 
a mí está molestando, está atravesado, el anterior be-

tipo de sanción, o sea, que si realizo una falta gravísima 
dolosa, pero tengo a mi favor todos los atenuantes posi-
bles más la confesión, el mínimo seguirá siendo de diez 
años, o sea, que ningún negocio hago yo confesando, 
entonces mejor me someto a un proceso largo sin con-
fesión que va a durar diez, siete, diez años, no sé cuán-
tos, no me meto con el tema de los diez años porque 
de verdad es un tema, qué tal yo como quejoso en un 
proceso de Derechos Humanos, Derecho Internacional 
Humanitario, formulo la queja, cuándo vuelvo, cuando 
sé los resultados dentro de diez años, ¿o sea, que vuel-
vo yo dentro de diez años? Sí señor, por la mañana o 
por la tarde, demasiado tiempo.

Pero retomemos el tema, eso por una parte en cuan-

evento de las faltas gravísimas dolosas que se mantiene 
el mínimo y se mantiene el máximo y también a las fal-
tas leves culposas donde hay una sanción de multa que 
no se puede dividir entre tres porque eso da como seis 
con sesenta y seis, de modo que eso obligará al opera-
dor disciplinario a imponer una sanción con un número 
de días que sea dividible entre tres para poder hacer la 
rebaja de la tercera parte. Es un tema que, pero bási-
camente para tener en cuenta ese detalle de que quien 

se insiste mucho en ese aspecto, en ese tema.
Se queda por fuera, ¿qué sucede, qué estamento se 

le va a dar al allanamiento en un proceso penal para 
-

re? Hay una jurisprudencia muy interesante del Con-
sejo de Estado, en donde señala que el allanamiento a 
los cargos en un proceso penal equivale a confesión. 
Entonces también tendría derecho esa persona, a pesar 
de la independencia de las acciones. Lo que yo planteo 
aquí es que se tenga en cuenta ese hecho, esa circuns-
tancia de quien se allana a los cargos de un proceso pe-
nal, pueda ser tenido ese elemento como una confesión. 

Y uno o dos temas residuales tienen que ver, ah y 
por qué no, es otro aporte que quiero también mencio-
nar, por qué no establecer una escala siguiendo lo que 

se sanciona como falta gravísima a título de culpa, si es 
falta grave dolosa se sanciona como falta grave culpo-
sa, si seguimos esa escala que ya está en la ley veremos 
que a la postre matemáticamente haciendo la operación 
correspondería más o menos a una tercera parte, no ha-
bría mayor afectación y sería de fácil aplicación para, 
por parte del aplicador disciplinario.

Otro puntico, ya tiene que se puede incluir el senti-
do del fallo, está en el Código Contencioso Administra-
tivo, no como obligatorio sino como una posibilidad y 
creo que se ganó en transparencia. Si yo como discipli-
nado sé, me anuncian que el fallo será sancionatorio, yo 
por lo menos estaré ese día en el momento en que se me 

de apelación que me corresponde. Ya se gana en trans-
parencia y el quejoso a su vez, si el fallo es absolutorio, 

ya sabe que tendrá que sustentar muy bien la apelación 
de ese fallo absolutorio respecto de ese quejoso que de-
muestra interés jurídico. Sentido del fallo que está en 
el Código Contencioso Administrativo como una po-
sibilidad.

¿Qué sugiero que se incluya? El principio de con-
tinuidad o de concentración que está en el Código Ge-
neral del Proceso, podría hacerse como un reenvío, a 
partir del artículo 23 del Proyecto, pero resulta con 
que el Código General del Proceso lo aplican las auto-
ridades administrativas pero únicamente aquellas que 
ejercen funciones judiciales, por ejemplo las Super-
intendencias, ese puntico. Otro elemento que no deja 
de molestar es de los elementos baratos, se perdió un 
sacagancho, hay que iniciar un proceso disciplinario, 
se perdió una regla hay que iniciar un proceso discipli-
nario, porque no hay una cuantía excepto la que actual-
mente tenemos en las faltas gravísimas, pues establecer 
un procedimiento aquí tengo un ejemplo del Decreto 
791 de 1979, “por el cual se aprueba el reglamento de 
procesos administrativos para la Defensa Nacional”. 
Yo tuve la experiencia una vez que se me perdió un li-
bro sobre tema laboral, tema sindical, del cual Alfonso 
Cajiao es experto, se perdió ese libro, un libro bastan-
te antiguo y no sabía qué hacer, no se conseguía por 
ninguna parte, entonces hablé con el Almacenista y me 
dijo, mire aquí tengo una obra que acaba de salir, aca-
ba de ser publicada por Alfonso Cajiao Cabrera, me la 
recibe usted como reemplazo de ese libro que se perdió 
que es de 1920 o 30, lo que sea, perfecto, se repuso el 
bien y se  ganó un poco, un poco no, se ganó bastante 
la modernización de la biblioteca con un libro que aca-
baba de salir, escrito por el Profesor Cajiao, una salida 
inteligente que no todos los Almacenistas la aplicarían 
por el temor que les da al no haber denunciado o puesto 
la queja correspondiente o el informe por un elemento 
barato.

Una cosa de simple forma, pero también como un 
elemento pedagógico, un capitulito a los medios de 
prueba que falta en el artículo 50, otro elemento tam-
bién interesante también como transparente el artículo 
225, además de la hora y de la fecha de la celebración 
de la audiencia, indicar el lugar, si es una entidad pe-
queña no hay ningún problema en llegar a ella, una or-

-
ciplinario, pero si es por ejemplo la Universidad Nacio-
nal y es un exfuncionario, lo que decía yo, justo entra a 
la Nacional y que día que fui por allá casi me pierdo, es 
decir, las cosas cambian mucho, entonces es una cosa 
simplemente de forma indicar como un elemento a la 
corrección y algunos errores de digitación que estarán 
en el documento que voy a anexar.

Entonces digamos, enfatizo la parte que se mide 

no afectará los mínimos establecidos para cada tipo de 
sanción, entonces como la destitución no es más des-
titución ni menos destitución, la amonestación cuando 
existía tampoco, entonces en este caso podemos pensar 
en esa salida, sancionar con el quantum, que está esta-
blecido para la falta en el nivel que le sigue. Muchísi-
mas gracias, muy amables.

Presidente: 
Por favor le insistimos a todos los que han interve-

nido la posibilidad de dejar por escrito en Secretaría las 
intervenciones que han hecho en el día de hoy. Tiene la 
palabra el doctor José Omar Ortiz Peralta, de Procura-
duría General de la Nación.
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El señor Presidente concede el uso de la palabra 
al doctor José Omar Ortiz Peralta, Asesor de la Pro-
curaduría General de la Nación:

Repito nuevamente el saludo y sobre todo para las 
personas que llegaron con posterioridad, especialmen-
te al doctor Juan Carlos Novoa Buendía, quien fungió 
como Secretario de la Comisión Redactora en la cual 
la participación amplia que es lo que quiero destacar, 
se dio desde el mismo momento en que el señor Pro-
curador General de la Nación hizo la convocatoria, 
quiso que todas aquellas personas o instituciones que 
de una u otra manera estuvieran vinculados al ejercicio 
de la potestad disciplinaria, participaran, no de manera 
pasiva sino de manera activa. Y quiero ilustrar a esta 
audiencia en el sentido de que la participación activa 
fue inclusive con reparto de tareas y cada uno de los 
actores asumió un rol activo y participativo dentro de la 
discusión de cada uno de los artículos que se analizaron 
y se estudiaron. La tarea fue juiciosa, fue con disciplina 
y de eso pueden dar fe las personas que están aquí pre-
sentes que estuvieron con nosotros trabajando.

Frente a lo que hemos escuchado de parte de la 
Comisión Redactora que en este momento me tomo 
la vocería, simplemente es agradecerles, porque eso 
enriquece mucho más esta reforma. Nosotros no nos 
quedamos en la presentación del Proyecto, por el con-
trario, hemos estado continuamente trabajando y segui-
mos trabajando y seguiremos trabajando obviamente 
con esos puntos de vista tan juiciosos que ustedes han 
presentado hoy.

Básicamente hacer unas precisiones y quiero arran-
car por el tema de la prescripción, yo no sé por qué se 
ata tanto el tema de la prescripción a los términos pro-
cesales, es que la prescripción es el espacio que tiene 
el Estado para ejercer su potestad, pero eso no quie-
re decir que una investigación disciplinaria tenga que 
durar cinco o diez años, no, el funcionario está en la 
obligación de cumplir con los términos que están esta-
blecidos en la Ley. 

El doctor Jorge Eliécer llama la atención de un tér-
-

tres y ese sí que no lo cumplía absolutamente nadie, 
entonces aquí lo que se quiso dar es una amplitud ma-
yor pero con límites, inclusive que se puede prorrogar 
dicho término, si lo dejamos al arbitrio del Juez, entra-
mos en esa sintonía, entonces el término en este caso es 
un término perentorio, es un llamado para el Director 
de la audiencia, para que le dé dinamismo a la práctica 
probatoria, atendiendo los principios de concentración, 
de celeridad y de economía procesal. Entonces en eso 
queremos ser enfáticos y el llamado que hacía el doctor 
Cajiao, no es que queramos ser caprichosos en tener un 
término de prescripción amplia, es esa rotación cíclica 
de la mayoría de los funcionarios, mientras estoy en la 
administración todos están conmigo, nadie denuncia, 
salgo de la administración aparece la noticia disciplina-
ria y han transcurrido tres o cuatro años. Cuánto tiene el 
Estado para investigar a un funcionario de estos? ¿Un 
año? Entonces no, miremos cuál espacio nos estamos 
dando, la licencia que nos estamos dando simplemente 
es de dos años para la segunda instancia, que es su-
marle uno a lo que ya la 1437 ha dado. Pero realmente 
lo que vuelve a retomar la Reforma es el término de 
prescripción de cinco años con interrupción y esa inte-
rrupción no viene de ahorita, es la línea jurisprudencial 

del Consejo de Estado, que determinó que cuando se 
emite el fallo de primera instancia simplemente lo que 
se habilita es la vía gubernativa y, por lo tanto, hay una 
interrupción del término de prescripción, interrupción 
que solamente, que no tenía antes la ley, el limitante, 

-
tonces no confundir el tema de la prescripción con los 
términos del procedimiento porque son cosas distintas, 
el Juez disciplinario, la autoridad disciplinaria está lla-

el diligenciamiento del proceso. Eso como punto a la 
prescripción.

-
te de la Judicatura no se comparte, aunque la doctora 

por colaboración y efectivamente a eso no le jugamos, 
distinto es que en la confesión haya una delación, pero 
eso sería subsidiario, aquí lo que queremos es buscarle 
un sentido a ese atenuante de la confesión, porque es 
que antes aparece allá como atenuante de la sanción la 
confesión, ¿pero cuál confesión? ¿Y en qué momento 
procesal se debe dar la confesión? ¿Cuándo la persona 
ya conoce la imputación? O antes de que no sabe por 
dónde le van a encuadrar la falta en el sentido de que la 
naturaleza o el sistema de tipicidad en materia discipli-

-
rio propicio, es decir, cuando la persona ya conoce qué 
le va a imputar el Estado, qué falta gravísima, grave o 
leve, y ya entiende a qué se va a someter, que lo van a 
destituir y que se va a ir mínimo con una inhabilidad 
de diez años, o en el caso de las faltas gravísimas, con 
culpa gravísima entre cinco y diez años, entonces par-
tiendo de ese presupuesto ahí es el escenario. 

Aquí me aparto un poco de la posición institucional 
en el sentido de que comparto plenamente lo del doc-
tor Villegas, efectivamente la presentación que se hizo 
de parte de la Personería no tenía ese limitante porque 
lo que se quiere es que la norma sea seductora, es de-
cir, que aquella persona que quiere confesar, encuentre 

sugiero también que se analice muy de manera juiciosa 
al interior del debate que se va a dar en la Cámara por-
que pienso que eso limitaría un poco el objetivo que se 

En lo que tiene que ver con el derecho defensa que 
creo que es un punto bastante álgido, pero no quiero 
que quede en el escenario que simplemente un día nos 
levantamos de la Personería y fuimos y presentamos 
allá un procedimiento y no, esto se estudió de mane-
ra muy juiciosa, se pidieron estadísticas y ¿cuál es el 
punto de partida de estas estadísticas? De los cincuenta 
mil procesos que hay en todo el ámbito de la jurisdic-
ción y esto quiero utilizar el término jurisdicción en el 
sentido amplio; ¿Cuántos procesos están en pliego de 
cargos? ¿Cuántas de las quejas que se impetran todos 

de la Procuraduría y las Personerías, llegan a imputa-
ción de cargos? Es un porcentaje mínimo, mínimo y 
¿por qué nosotros presentamos el querer la oralidad en 
el procedimiento disciplinario? Precisamente para estar 
acorde a los sistemas procesales actuales, sin atropellar 
los derechos de las personas que están sub judice. 

Críticas que porque para una falta leve, no, el lle-
gar tarde ni siquiera es falta disciplinaria, depende del 
contexto, claro si una persona ya lo cogió como una 
conducta recurrente, de estar llegando, eso ya será otra 
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cosa, no, ahí está el escenario del 51, hoy recogido creo 
que en el 69, si no estoy mal, del control del orden in-
terno, pero es que la Ley 734 dijo, en todo caso cuando 

qué? Entonces hoy lo que queremos, no mirarlo desde 
un punto aislado, sino acabar con esas discusiones, va-
mos por el verbal, vamos por el ordinario o ¿qué? No, 
generemos un procedimiento único con oralidad para 
el juzgamiento y en ese juzgamiento tiene que haber 
equilibrio, entre la autoridad disciplinaria que conoce 
el Derecho Disciplinario y un empleado, voy a colocar 
un ejemplo, no con el ánimo de que sea peyorativo, ni 
despectivo, con un auxiliar de servicios generales que 
no tiene una formación jurídica y ¿cómo equilibramos 
ese rigor de la audiencia? Exigiendo que en esa etapa 
del juzgamiento a lo cual va a llegar un porcentaje mí-
nimo para que esa persona tenga un interlocutor y se 
pueda defender ante eso, claro problemas hay muchísi-
mos, muchísimos estructurales y por eso la transitorie-
dad de la aplicación de la Ley, que no solamente lo va 
a hacer este Régimen Disciplinario, si es que se llegare 
a aprobar, si no lo han hecho los sistemas procesales 
cuando han cambiado, verbigracia Ley 906 de 2004, 
que se dio la tarea desde el 2004 hasta el 2008 para que 
entrara a regir en todo el territorio nacional.

Reglas de aplicabilidad, sugerencias de cómo ga-
rantizar que los estudiantes de último año de derecho, 
así como los médicos tienen que desplazarse a los lu-
gares recónditos de este país a cumplir un año de de-
fensa judicial obligatoria, ahí están las herramientas, la 
Defensoría Pública ha venido ampliando su espectro en 

de la Constitución de 1991, pero posteriormente se le 
quiere como limitar cuando sale la 906 y entender que 
la Defensoría Pública solamente está para los procesos 
penales, y ya hoy entiende uno y abre su página web 
de la Defensoría y encuentra servicios: administrativos, 
familia, laboral y penal, por qué no pensar en que ese 
Instituto como es la Defensoría nos abra un capítulo 
dedicado para la defensa pública de los procesos disci-
plinarios, o sea, los problemas los hay, claro que sí los 
hay, pero hay es que superarlos y lo que hay que mirar 
es el objetivo que se persigue y el objetivo que se per-
sigue es que en un escenario de audiencia el equilibrio 
se mantenga, entre la autoridad disciplinaria y ese fun-
cionario que en ese momento está siendo investigado. 

En ese sentido es que se buscó la Reforma, en ese 
sentido es que se busca, que el proceso disciplinario 
tenga un mayor dinamismo, que no se llegue a esa Jus-
ticia tardía, mire la 1474 le hizo un daño enorme al pro-
cedimiento disciplinario y especialmente al procedi-
miento verbal, el ampliar el término de la investigación 
disciplinaria a doce meses, dieciocho para las gravísi-
mas, aumentó en tercera parte y dejando viva la prórro-
ga, dejaba investigaciones disciplinarias de tres años, 
la Justicia tardía también es corrupción y entonces el 
habilitar a través de los términos para que el funciona-
rio ahí sí, se dispensen ellos para retardar la actuación, 
eso ya es otra cosa, entonces aquí lo que hacemos es 
limitar nuevamente los términos y que lo que se llegue 
a audiencia sea lo que tiene que llegar a audiencia. Eso 
fundamentalmente en lo que tiene que ver con el proce-
dimiento que es lo que en su debido momento presentó 
la Personería de Bogotá para estudio de todas las per-
sonas que participaron en esta Comisión de Reforma.

Y por último simplemente quiero dejar en el esce-
nario un mensaje, no se debe vender el Código Dis-

ciplinario como un mecanismo para luchar contra la 
corrupción, el doctor Fernando Rodríguez le apunta a 
eso, cuántas normas no se han emitido, cuántos estatu-
tos anticorrupción ya tenemos, si es Ley 190 y ahora la 
1474 y que las normas y que todo toca venderlo para 
luchar contra la corrupción como si todos los que es-
tuviéramos al interior de la Función Pública fuéramos 
corruptos, eso es partir de un presupuesto negativo, 
este Código Disciplinario y el que posiblemente entre a 
regir cuando el honorable Congreso así lo disponga, no 
debe ser visto como una herramienta para luchar contra 
la corrupción, porque esto es un Código es de Ética del 
servidor público, y en ese sentido lo que debe buscar 
esto es la excelencia de la Función Pública, cuando 
logremos eso obviamente vendrá por añadidura que al 
interior de la Función Pública no lleguen funcionarios 
corruptos. Eso es el mensaje que quiero dejar y lo hago 
desde el punto de vista académico y personal en ese 
sentido, no vendamos la Reforma como otro alicien-
te más para luchar contra la corrupción porque eso es 
una cuestión de cultura, es una cuestión de cuna, es una 
cuestión que tenemos que empezar a zanjar desde nues-
tras universidades, ¿o dónde está el abogado aquél que 
se preparó y se especializó en contratación pública que 
le sugiere siempre al alcalde no respetar la Ley contrac-
tual sino busque un mecanismo para eludir los procesos 
de selección objetiva? Muchas gracias.

Presidente: 
Doctor Carlos Edward Osorio Aguiar.
Presidente: 
Gracias doctor José Omar Ortiz. Vamos a brindarles 

el uso de la palabra a dos invitados extranjeros que nos 
honran con su presencia, en su orden al doctor Pablo 
Moreno y al doctor Élmer Rodríguez.

El señor Presidente concede el uso de la palabra 
al doctor Eliazar Pablo Moreno Moreno, Presidente 
de la Confederación Internacional de Derecho Dis-
ciplinario:

Bien, muchas gracias. En principio quiero agrade-
cer la presentación que se me ha hecho, quiero felicitar 
si me lo permiten, a este ejercicio democrático que la 
Cámara de Representantes está realizando en una dis-
cusión de un tema seguramente como muchos que se 
discuten en este recinto, trascendentes para el Estado 
colombiano. Como ya es de su conocimiento su servi-
dor viene representando a la Confederación Internacio-
nal de Derecho Disciplinario, con esta calidad tomo la 
palabra y contextualizo.

La Confederación es una institución que agrupa a 
diferentes asociaciones que se dedican al estudio del 
Derecho Disciplinario y hoy por hoy están Perú, Co-
lombia, Argentina, Brasil, México, España, Venezuela 
y esperemos que próximamente se incorporen Costa 
Rica, República Dominicana y Panamá. En este contex-
to de intercambio, desde luego cada uno de los miem-
bros desde el punto de vista académico, hacen estudios 
respecto de sus propios regímenes de disciplina en al-
gunos no conocido como Derecho Disciplinario, habla-
mos de otras categorías jurídicas como responsabilida-
des en el servicio público u otras. Sin embargo estos 
ejercicios de intercambio son bastantes trascendentes 
para llevarlos cada uno a nuestros estados, a nuestros 
países, para que desde la vida académica tratar de inci-
dir en las decisiones de las políticas públicas que mejor 
transciendan a la vida cotidiana de los ciudadanos. 
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Este intercambio y bueno por la circunstancia que 
nos dio en este momento que estando presentes aquí 
en Colombia, atendiendo dos sesiones, una del Comité 
Ejecutivo y otra de la Asamblea General de la Confe-
deración, se dio la circunstancia de presentar este es-
cenario de discusión en el Estado colombiano de estas 
Reformas Constitucionales y Legales y la realidad es 
que nos ha llamado mucho la atención en la medida de 
que en efecto para muchos de los Estados de América 
Latina es referente el Estado colombiano en materia de 
Derecho Disciplinario. 

En esta calidad desde luego obliga a un respeto de 
la vida institucional de este recinto y desde luego de la 
calidad propia que en lo personal tengo como repre-
sentante de la Confederación Internacional de Derecho 
Disciplinario y desde luego no entraría yo de ningún 
modo a la discusión de temas que ustedes ya amplia-

que la mejor decisión estará en esta Cámara de Re-
presentantes. Sin embargo, si solo me tomo el atrevi-
miento que en cada uno de los países miembros de la 
Confederación como seguramente en cada uno de los 
Estados de América Latina y del mundo, hay un pro-
blema lacerante como es la corrupción. Cada uno de los 
Estados crea sus propios instrumentos e instituciones 
para combatir la corrupción y en este marco de comba-
te a la corrupción al menos para muchos de nosotros el 
combate a la corrupción tiene diversos instrumentos.

Respetuosos de la discusión que se ejerce en este 
Congreso, sin duda consideramos importante en este 
marco que como elementos fundamentales para la 
lucha de la corrupción son los instrumentos legales 
y dentro de este, es importante reducir los márgenes 
de discrecionalidad de las autoridades, es importante 
considerar la autonomía de las decisiones de quienes 
aplican el Régimen de Disciplina, la seguridad jurídica 
tanto del que denuncia según sea el caso, el quejoso, 
para garantizar su integridad, para garantizar su parti-
cipación que de acuerdo a la naturaleza de cada caso 
pueda tener dentro del procedimiento disciplinario y si 
la tiene de acuerdo al Régimen Jurídico del que este-
mos hablando, la seguridad jurídica de las instituciones 
creadas, dando ámbitos competenciales a las autorida-
des que sean claros, y desde luego la seguridad jurídica 
que pueda tener el sujeto disciplinario.

La sanción como instrumento de ejemplaridad para 
desinhibir conductas similares para el combate precisa-
mente de conductas ilícitas administrativas y desde lue-
go la Justicia que como características esenciales debe 
de ser pronta y expedita, Justicia que no es pronta y no 
es expedita deja de ser Justicia. Solo quiero mencionar 
estas partes y no quiero, insisto en el ámbito del respeto 
al recinto y de la calidad la que ostento, desearles que 
tengan un buen resultado, seguramente el instrumento 
jurídico que ustedes generen será en aras del Estado 
colombiano en su máxima expresión. Yo les agradezco 
mucho que me hayan obsequiado la palabra.

Presidente: 

Agradecemos al doctor Pablo Moreno por su inter-
vención, por su visita y le damos la palabra al doctor 
Elmer Rodríguez.

El señor Presidente concede el uso de la palabra 
al doctor Elmer Rodríguez León, soy Presidente del 
Instituto Peruano de Estudios para la Función Pú-
blica y del Derecho Disciplinario:

Muchas gracias señor Presidente, señores miembros 
de la Cámara de Representantes y demás asistentes. En 
principio agradecer la oportunidad como miembro del 
Instituto Peruano de Estudios para la Función Pública 
y Derecho Disciplinario que se da la oportunidad de 
estar en este recinto. Es saludable estar en un momen-
to de debate quizás más que académico, democrático, 
donde se puede apreciar que de cierta forma lo que se 
busca es encontrar el mecanismo que de alguna manera 
pueda ofrecer hacia la sociedad en general una legisla-

en general.
Es necesario además de las palabras expuestas en 

este espacio por el doctor Moreno, indicar que para los 
demás miembros de Latinoamérica siempre vemos a 
Colombia como el mayor referente del Derecho Dis-
ciplinario y creo que ellas son una de las razones esen-
ciales que estamos presentes en este espacio; nos ha 
servido como un proceso de retroalimentación múltiple 
para conocer un poco más y de cierta forma también en 
nuestra realidad dada que tiene diversos matices, ver a 
qué forma o de qué manera poder mejorar. 

Estamos seguros que a partir de la existencia de una 
norma legal que ya viene en el tiempo trabajando, o 
ya viene en el tiempo en su aplicación estamos segu-
ros que con la calidad profesional que tiene cada uno 
de ustedes y con estos debates académicos o debates 
democráticos se va a llegar a un resultado que sea de 
mejor manera para todos. Muchas gracias por el uso de 
la palabra.

Presidente: 
Agradecerle al doctor Elmer Rodríguez, vamos a 

otorgarle el uso de la palabra al doctor Carlos Perdomo, 
Asesor del señor Ministro de Justicia.

El señor Presidente concede el uso de la palabra 
al doctor Carlos Perdomo, Asesor del señor Minis-
tro de Justicia:

Muchas gracias, el Ministerio también al igual que 
la mayoría de intervinientes acá aprecia este espacio 
democrático de discusión sobre el Proyecto y digamos, 
a pesar de que tiene varios puntos sobre los cuales dis-
cutir quiere enfocarse únicamente en tres, sobre el Pro-
yecto que ha sido de alguna manera discutido en el día 
de hoy.

Antes, sin embargo quisiera hacer una acotación y 
es que el Ministerio de Justicia y del Derecho no es la 
entidad competente para crear cargos judiciales como 
de alguna manera dio a entender la Magistrada Canosa, 
sino que el Ministerio lo que hace es hacer un trabajo 
de coordinación con distintas entidades y en el marco 
de eso, gracias justamente a este recinto se pudo apro-
bar la Ley de Financiamiento a la Justicia, en el marco 
del cual se garantizaron quinientos sesenta mil millo-
nes de pesos para la Rama Judicial, pero voy a enfocar-
me entonces en los tres temas importantes.

En primer lugar el tema de prescripción y tienen ra-
zón el doctor Cajiao y el doctor Ortiz, en relación a 
que no se deben mezclar naturalmente los términos de 
prescripción con los términos propios del procedimien-
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to administrativo; sin embargo en líneas generales el 
Ministerio sí creó una cosa y es el término de prescrip-
ción general sin entrar a la tecnicidad de la interrupción 
o no, sino en general el término que debe tener la admi-
nistración para resolver la actuación disciplinaria, de-
berían ser de cinco años y debería ser en total de cinco 
años y eso tiene una razón de ser y es que como ustedes 

y que todos los procedimientos sean verbales. Y si esa 
es la idea, lo que debe ser coherente es que no sea el 
mismo término que preveía inicialmente la Ley 734, 
cuyo procedimiento en principio no era verbal sino que 
debería ser en total un término del menor menor.

En segundo lugar, para también ser muy concreto 
y muy técnico, entendemos que el tema de la dismi-
nución de la sanción como consecuencia de la diferen-
ciación entre el dolo y la culpa gravísima en materia 
de faltas gravísimas, es una cosa connatural a esa di-
ferenciación teórica. Y es por eso que el Ministerio no 
está en desacuerdo con la consecuencia práctica como 
tal, digamos en últimas, eso es una cuestión consecuen-
cial, lo importante es la cuestión de principios y es que 
estamos de acuerdo doctor Cajiao, no es lo mismo co-
meter una falta a título de dolo que a título culposo, sin 
embargo aquí no estamos hablando de cualquier tipo 
de culpa, aquí estamos hablando de una culpa grave, 
y yo sé que para esto voy a entrar en un tecnicismo un 

derecho civil, haciendo una aclaración, naturalmente 
no estoy buscando decir que en el Derecho Discipli-
nario se pueda aplicar las misma tipologías de culpa 
que en Derecho Civil; sin embargo, si es importante 
una cosa, y es saber los fundamentos de por qué en el 
Derecho Civil unos grados de culpa muy gravísimos, 
graves son equiparados al dolo y hay dos argumentos, 
digamos que pueden resultar relevantes para la discu-
sión en materia disciplinaria. 

El primero es que el dolo, una actuación grave entre 
culposas equiparado al dolo porque es una violación 
del principio de buena fe. Ese principio de buena fe 
está enfocado en materia civil, en materia contractual, 
sin embargo y aquí vamos a empezar a hacer la acota-
ción en materia disciplinaria, pues el principio de buena 
fe también tiene plena aplicación en materias adminis-
trativas, es más el artículo 83 de la Constitución como 
todos sabemos acá, establece que las autoridades en su 
día a día deben dar cumplimiento al principio de buena 
fe, en ese sentido, si hay una vulneración del principio 
de buena fe en materia civil, uno no entiende por qué 
esa vulneración en principio en materia disciplinaria no 
existiría.

En segundo lugar, segundo argumento digamos 
fuerte para equiparar el dolo a la culpa grave en materia 
civil está en que se considera que el comportamiento 
gravemente culposo es igual de reprochable al compor-
tamiento doloso y eso en disciplinario creo que tiene 
una relevancia cuando estamos en materia de faltas 
gravísimas. En las faltas gravísimas ¿qué es lo que está 
pasando? Cuando hay una falta gravísima como conse-
cuencia de una culpa grave es que son no actuaciones 
menores como el funcionario que ustedes han dicho 
de manera reiterada quiere llegar tarde, y no cumple 
órdenes del superior sino, es un tema un poquito más 

-
co y recuerde este auditorio que justamente este Dere-
cho Disciplinario lo que busca es garantizar de manera 
efectiva la observancia juiciosa de los deberes de ser-

vicio. Entonces si eso es así, es igual de reproche, tiene 
el mismo fundamento de reproche, conductas dolosas 
que conductas gravemente culposas, porque aquí como 
usted dijo doctor Cajiao no se trata de una culpabilidad 
normal, se trata de unas desatenciones elementales, de 

-
plimiento. En ese sentido, yo planteo a la Cámara de 
Representantes que en nombre de la entidad que repre-
sento que se analice ese tema para equiparar los efec-
tos de las faltas gravísimas en materia de dolo y culpa 
grave, gravísimas qué pena. Si esto no llegase a ser así, 
lo que deberían hacer si es, teniendo en cuenta estos 
argumentos no crear esa diferencia tan grande, que se 
crea hoy y es que no tiene mucho sentido que cuando 
hay una culpa gravísima, solamente la sanción pueda ir 
de tres a diez años y cuando es dolosa de diez a veinte, 
esa diferencia abismal en materia sancionatoria no se 
entiende por qué existe.

En tercer y en último lugar, queremos abordar un 
tema que creo que es importante y es el Régimen de 
Transición, somos conscientes en el Ministerio que en 
el último estado del Proyecto se aprobó que no fuera 
aplicada inmediatamente la norma y eso es una gran 
ventaja sabiendo los ajustes que deben hacerse institu-
cional, los ajustes institucionales que debe realizarse; 

-
nisterio hemos tenido un acceso cercano a las entida-
des que realizan el control interno disciplinario en las 
distintas entidades del Estado y es una preocupación 
reiterada la falta de preparación que tendrían, falta de 
recursos para implementar un proceso verbal. En ese 
sentido lo que nos han manifestado más o menos de 
manera coherente es que, si se pone un Régimen de 
Transición consistente en que el 1° de enero de 2017, 
para poder hacer ajustes presupuestales empieza a regir 
el Código, se garantizaría la adecuada aplicación del 
proceso verbal y eso si se tiene en cuenta una cosa, que 
muchas de las entidades que realizan el control interno 

interno, hoy día no cuentan con una sala de audiencias 
que es como lo mínimo que exigiría este proceso ver-
bal.

Yo agradezco a la Cámara de Representantes, el es-
pacio que ha brindado al Ministerio de Justicia, lamen-
tablemente tengo que partir, pero esperamos que estas 
tres consideraciones y las demás que plantearemos que 
ya son aspectos técnicos y no centrales enriquezcan el 
debate y permitan mejorar el Proyecto en su estado ac-
tual. Muchas gracias.

Presidente: 
Doctor Carlos Perdomo, agradecerle su interven-

ción, quedan en principio tres intervenciones pendien-
tes. Voy a darle el uso de la palabra en su orden al doc-
tor Gustavo Castro, que es Veedor de la Procuraduría, 
al doctor John Pinzón, también de la Procuraduría Ge-
neral de la Nación y al doctor Juan Carlos Novoa, si 
hay alguna otra persona que no haya intervenido, en-
tonces, le agradecería.

El señor Presidente concede el uso de la palabra 
al doctor Gustavo Castro, Veedor de la Procuradu-
ría General de la Nación:

Doctor Juan Carlos Novoa, que es el Relator prin-
cipal y fue quien abanderó y coordinó la Secretaría 
Técnica de la Comisión Interinstitucional de Reforma, 
nos gustaría que el doctor Juan Carlos Novoa asumiera 
unas breves palabras al auditorio con su venia señor.
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Presidente: 
Así lo haremos, entonces le damos el uso de la pala-

bra doctor Juan Carlos Novoa.
El señor Presidente concede el uso de la palabra 

al doctor Juan Carlos Novoa, Secretario de la Comi-
sión Redactora:

Muchas gracias señor Presidente. Un saludo espe-
cial a la Mesa Directiva de la Comisión Primera, a los 
honorables Parlamentarios, a los distinguidos colegas 
extranjeros y nacionales. Lo primero que debo decir es 

-
sión Primera para discutir sobre el alcance de la nor-

de ajustar las normas disciplinarias que hoy día rigen 
en nuestro país, esto es apenas natural, consecuencia 
natural del mundo en el que se desenvuelve el dere-
cho, no solamente el Derecho Disciplinario sino todo 
el derecho, que es el ejercicio de la razón práctica y en 
ese sentido, voy en la misma línea del doctor Villegas 
de que las normas hay que ajustarlas y eso es producto 

-
prime al derecho y más al Derecho Disciplinario, por 
eso es bueno decir que de todas las intervenciones hay 

que haya Reforma y eso es importante.
Ahora la Reforma como tal, es un ajuste, como us-

tedes han podido observar no se hace borrón y cuenta 
nueva del Derecho Disciplinario. Si se quiere como 
para darle tranquilidad al Instituto Colombiano de De-
recho Disciplinario, el espíritu hoy tan de moda que se 
habla hoy del espíritu de las normas, la Ley 734 si se 
dan cuenta pervive en el Proyecto de Ley que se propo-
ne ante el Congreso de la República, si se quiere en sus 
fundamentos o el criterio que se tiene, las reglas, los 
principios, todo ese andamiaje que hemos venido cons-
truyendo tanto del Legislador como de la doctrina y el 
ejercicio de la jurisprudencia y del ejercicio del poder 
disciplinario, ese sentimiento y ese espíritu si se quiere 
permanece y sobrevive al Proyecto de Ley que se pro-

-
dad de observaciones, críticas, propuestas que se hacen 
al Proyecto de Ley, todas muy válidas, todas enrique-
cen el debate, la vista desde varios sectores del Dere-
cho Disciplinario, evidentemente enriquecen y apuntan 
a que la normativa debe ajustarse para mejorar, para 
mejorar y como lo dije al principio, esto como ejercicio 
de la razón práctica podrán  haber algunos ajustes, ob-
viamente creo yo que se recogerán las observaciones, 
creo que así se hará por parte de esta Comisión, para 

es tan importante y que se encarna en la tradición ju-
rídica colombiana, como lo han podido notar nuestros 
colegas extranjeros, este es un ejercicio intelectual y 
jurídico de mostrar, de analizar y de pronto de adoptar.

No me voy a, por tanto a detener en todos los asun-
tos que se han tratado aquí de manera muy inteligente, 
quiero simplemente, si se quiere detenerme en tres pun-
tos para no violentar el derecho humano a la alimenta-
ción. 

El primer punto tiene que ver con la prescripción y 
aquí quiero que dividamos las cosas, hay que distinguir 
para acertar, hay que distinguir la prescripción como 
institución jurídica del término de investigación, si se 
quiere la prescripción es el término que tiene el Estado 
para conocer de la irregularidad que puede cometer un 
servidor público, no es el término que se tiene para in-

vestigar esa conducta del servidor público. No me voy 
a detener mucho en este asunto, creo que ilustra mejor 
esto que estoy planteando el ejemplo que pusieron en 
su momento los doctores Cajiao y el doctor Ortiz, en 
el que normalmente el conocimiento de las irregulari-
dades administrativas de los hechos de corrupción de 
parte de los servidores públicos, se conocen ya cuando 
el servidor público no está en el ejercicio del cargo, 
esto qué quiere decir? Si estamos hablando de servido-
res públicos de período, normalmente, estadísticamen-
te, el conocimiento de sus irregularidades se vienen a 
conocer tres, cuatro y hasta cinco años después, esto 
qué quiere decir? Que el tiempo que tendría la admi-
nistración, el Estado para investigarla sería corto, sería 
mínimo, por eso se dice que hay que distinguir que la 
prescripción como institución jurídica es el tiempo que 
debe tener el Estado para conocer, ahora  no se podrán 
practicar pruebas a los seis años, sabemos bien que si 
se decretan y no se practican en el término que esta-
blece el procedimiento para hacerlo, esa prueba ya no 
podrá hacerse o practicarse. 

Pienso que es elemental distinguir aquí entonces, 
prescripción con término de la investigación. Ahora 

una sanción, no es una sanción, ahora si se investiga y 
si se absuelve no se quiere decir que la investigación 
resultó ser una sanción, claramente estamos hablando 
aquí en términos rigurosamente jurídicos, puede que 
sentimental o políticamente se considere como una 
sanción, bueno eso no nos interesa, lo que nos interesa 

jurídica, investigar a alguien no es sancionarlo.
Segundo punto, que tiene que ver con la propuesta 

del Colegio de la Judicatura en cuanto a abolir las fal-
tas leves y la razón de abolición de las faltas leves es 
la imposibilidad de que una falta leve imposibilite a 
una persona a acceder a un cargo de notario, de magis-
trado, que demanda ausencia total de antecedentes si 
esa es la razón por la cual se pretende la abolición de 
la falta leve, la solución no es abolir la falta leve, sino 
adecuar debidamente el Régimen de Inhabilidades para 
esos empleos públicos, por qué? Porque la falta leve 
sí, que es necesaria que se mantenga, porque más que 
como lo decía ahora el doctor Ortiz, más que esto ser 
una herramienta de lucha contra la corrupción es una 
herramienta para el enderezamiento de la conducta de 
los servidores públicos que no solamente o no siem-
pre están atados o vinculados o ligados a la corrupción, 
¿qué tanto daño le hace la administración pública, cier-
tas faltas leves como llegar tarde? Pensemos en el caso 

ocho y cuarto y siempre nos encontramos con la gran 
-

nistración de Justicia, eso debe ser sancionado, ahora si 
las razones no poder aspirar a ser magistrado o notario, 
la solución será revaluemos entonces las causales de 
inhabilidad para ser notario y para ser magistrado.

-
temente y que lamento que no esté el Representante del 
Ministerio de Justicia que ha hecho un ejercicio inte-
lectual bien interesante. Para abordar este tema de la fa-
vorabilidad yo pienso que debemos preguntarnos sobre 
lo siguiente y se lo pregunto al Instituto Colombiano 
que me sorprende que no haga la distinción y es, y lo 
pregunto aquí a todos, ¿si es justo que se sancione de 
la misma forma una falta gravísima con dolo a una fal-
ta gravísima cometida con culpa gravísima? Esto está 
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planteado en términos de Justicia, si consideramos que 
es lo mismo, que es justo, que veo que esa es la línea 
del Instituto Colombiano, pues dejemos la norma tal 
cual. Ahora si no es justo y que la Justicia aquí viene 

no puedo darle el mismo efecto a dos causas que son 
distintas, dos causas distintas no pueden dar el mismo 

lo lógico aquí es llegar a la conclusión de que ese tra-
tamiento igualitario no igual, igualitario sería injusto, 
entonces si es injusto, ¿qué regla aplicamos? Aquí vie-
ne la aplicación de otro principio y es el de la propor-
cionalidad que ya todos lo conocen.

Ahora bien, aplicado el principio de proporciona-
lidad que ayuda a la distinción de lo que es diferente 
y que le da consecuencias jurídicas distintas a lo que 
es distinto, pues con Artículo 270 o sin artículo 270 la 
favorabilidad aplica, porque la favorabilidad no es una 
regla, no es un mero ejercicio matemático, es un prin-
cipio de Corte Constitucional y que no es solamente de 
nuestra vida constitucional, es un principio de orden 
universal, querámoslo o no, si partimos del presupuesto 
que es injusto darle tratamiento a lo que es diferente 
tendremos que aceptar que la favorabilidad debe apli-
carse. Ahora bien, ¿qué pensó el Senado de la Repúbli-
ca cuando debatió esto en primero y segundo debate? 
Bueno ¿aplicó la prudencia política que es la virtud que 
debe imperar en la hechura de las leyes y cuál fue la 
prudencia política? No podemos negar la realidad de 
nuestro país, en cuanto a la creatividad por no decirlo 
de otra manera, de nuestros jueces. 

Si dejamos abierta la posibilidad de que los Jueces 
apliquen como quieran, sin criterio ninguno, más que 
el principio de favorabilidad, la rebaja de las sancio-
nes que es connatural a la distinción entre la causa y 
el efecto, nos podríamos ver abocados a que hoy día 
sancionados con inhabilidades de quince años, no se 
nos haga raro, terminen con sanciones por vía de tutela 
de dos meses o de tres meses, o de cinco meses, no nos 
neguemos la realidad judicial de nuestro país, por eso 
consideramos o consideró mejor el Senado de la Re-
pública en su momento prudente políticamente y con 
bastante seriedad establecer una regla, ahora nos po-
demos debatir en ¿cuál es la regla? Claro que sí, es un 
asunto aritmético y que la tercera parte, que la mitad, 

consecuencia que es lo que se ha denominado un poco 
groseramente, la feria está en Corferias, la Feria del Li-
bro, aquí en el Proyecto de Ley no hay ninguna feria, 
ni ningún eufemismo, aquí lo que se quiere es analizar 
con conciencia jurídica y con prudencia política lo que 
demanda la comunidad jurídica, no nos digamos menti-
ras, en qué escenario académico y no me dejarán men-
tir ustedes, en qué escenario académico no se ha hecho 
la crítica de que por qué se sancionan igual dos cosas 
que son distintas? Yo con esto termino y nuevamente 
agradezco y celebro esta audiencia previa al debate en 
la Comisión Primera. Muchas gracias.

Presidente: 
Bueno, agradecerle al doctor Juan Carlos Novoa, yo 

quiero hacer hincapié en este último punto, que me pa-
rece del mayor interés y por supuesto incluso de la ma-
yor preocupación para la Comisión, para la Comisión 
de Ponentes, lo va a ser para la Comisión Primera, lo va 
a ser para la Plenaria, no nos asiste otro interés que el 
de acertar, la doctora Paulina, doctor Juan Carlos No-

voa, de una manera muy respetuosa, hacía una referen-
cia a lo que ella denominaría el indulto disciplinario, 
usted en su intervención hace referencia justamente a 
algunos aspectos sobre este particular y yo le precisaría 
algo, no me preocuparía tanto porque yo, yo comparto 
la idea de desarrollar el principio de favorabilidad, pero 
no me preocuparía tanto incluso el pronunciamiento de 
los Jueces, porque en últimas ellos tienen mecanismos 

acompañarlo en su posición y sobre este tema en par-

operador disciplinario administrativo que lo hay por 
todas partes, que los hay personeros en todos los muni-
cipios del país, que hay jefes de control disciplinario y 
es justamente la inquietud.  

Este artículo en particular doctor Pedrito lo hemos 
discutido que está en el Proyecto como el artículo 270, 
no pretende otra cosa que reconocer una realidad que 
es el de la favorabilidad, ya lo decía el doctor Juan Car-
los es constitucional, gústenos o no, si lo desarrollamos 
creo que podemos incluso evitar algo de congestión, 
creo que estamos regulando un tema, algunos podrían 
decir, dejémoslo a los operadores disciplinarios, otros 
podrían decir regulémoslo, esa es parte de la discusión 
y en el evento de que decidamos regularlo como por lo 
menos lo concibió el Senado de la República, de qué 
manera? Si está mal regulado llamo la atención de uste-
des honorables participantes de esta Audiencia Pública, 
¿cómo deberíamos regularlo? Pero eso sí y este punto 
es del mayor interés, no sé si el doctor Pedrito me quie-
re complementar, que quede claro que aquí no se está 
pretendiendo con la iniciativa, que por cierto nosotros 
apenas la estamos analizando, debatiendo y la vamos a 
llevar a discusión en este seno de la Comisión Primera, 
aquí no se pretende regalarle nada a nadie, el artículo ha 
sido objeto de algunas severas críticas, pero no por las 
críticas debemos sacarle el cuerpo a la discusión, creo 
que debemos afrontarla y afrontarla con toda la altura, 
por eso es que nos parece muy importante escuchar de 
este selecto grupo de personas expertas en materia dis-
ciplinaria, sin perjuicio de algunos otros temas su opi-
nión sobre este preciso particular y yo quisiera doctora 
Paulina, usted que fue de alguna manera una crítica 
muy respetuosa del aspecto tal vez el doctor Novoa no 
estaba, pero a quien también le escuché, aquí hay unos 
planteamientos, si de golpe estamos equivocados, los 
podemos revisar, también escuché al doctor Gaitán en 
una tónica más o menos similar, no sé doctora Paulina, 
si usted sobre este particular que usted llamó como el 
indulto disciplinario, quisiera hacer alguna anotación.

El señor Presidente concede el uso de la palabra 
a la doctora Paulina Canosa Suárez, Magistrada de 
la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Sec-
cional de la Judicatura de Bogotá:

Sí doctor, yo le agradezco mucho la nueva oportu-
nidad que me da de participar, ese punto sí quedó un 
poco, como fue de los últimos que toqué, un poco sin 
explicar a fondo, yo lo que veo es que allí lo que está 
contemplándose es un indulto disciplinario, que si lo 
asemejamos al indulto en materia penal, es del resorte 
de la competencia del Gobierno Nacional, desde luego 
de acuerdo a lo que diga la Ley y se le está tratando 
como un capítulo aparte, denominándolo favorabili-
dad, cuando la favorabilidad siempre ha sido de com-
petencia de aplicación de los Jueces, pero yo veo eso a 
lo que obedece es precisamente a lo que ha entrado a 
defender la Procuraduría en esta audiencia, que es a esa 
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dosimetría penal que todo el mundo ha entrado a criti-
car y es que con esa forma y particularmente también 
el Ministerio de Justicia mediante su representante, 
porque es que con esa forma de plantear la dosimetría 
penal, se hizo todo un ejercicio para que produzca los 

-

faltas gravísimas con culpa gravísima y entonces por 
qué no nos referimos más bien a unos indultos o una 
favorabilidad con relación a cosas pequeñas, nos esta-

condenas y yo creo que eso es lo que ha merecido todo 
el reparo de la comunidad, pienso que es por ese lado; 
desde luego que el indulto disciplinario existe en otras 
jurisdicciones como en la española, el Consejo Gene-
ral del Poder Judicial, basándose en reales decretos, 
ha tenido que pronunciarse muchas veces sobre esos 
indultos disciplinarios que el Gobierno concede y ha 
hecho incluso paralelos sobre las posibilidades de que 
esa misma persona esté siendo procesada penalmente o 
ya haya sido condenada penalmente.

Qué pasa con un indulto en la pena, porque un in-
dulto es el perdón de una pena en materia disciplinaria 
mientras que en penal está andando el proceso o ya ha 
sido condenada la persona y también tiene unas conse-
cuencias frente a las posibles inhabilidades que le ge-
nere para un cargo público. Entonces yo creo que eso 
sería lo que tendría que agregar. 

El señor Presidente concede el uso de la palabra 
al doctor Jorge Eliécer Gaitán, Secretario General 
del Colegio de la Judicatura de Colombia y Magis-
trado del Consejo Seccional de la Judicatura de Bo-
gotá:

Muy amable, les agradezco la oportunidad, aclarar 
en principio que el Colegio de la Judicatura, en reali-
dad sí comparte la idea de establecer una diferencia-
ción de carácter sancionatorio entre el dolo y la culpa 
gravísima, nos parece que es algo que debe corregirse 
en el Código Disciplinario, el llamado que hacíamos 
nosotros desde el Colegio es para que se examine a la 
luz de las demás sanciones que no estemos por esta vía 
premiando faltas gravísimas y en relación por ejemplo 
al tema del tratamiento que puede tener con otras san-
ciones que establece el Código y advertíamos allí la 
necesidad de examinar que las faltas graves dolosas no 
quedaran de pronto sancionadas de manera más benig-
na que las faltas graves culposas de acuerdo a la escala 
que se está estableciendo, no era una crítica digamos 
en el sentido de oponernos al tema del tratamiento di-
ferencial de dolo y culpa, porque ese sí sería un error 
jurídico gravísimo.

Hacer una segunda precisión únicamente en rela-
ción al tema de la falta leve, creo que el doctor No-
voa, lamentablemente que no estaba presente, no es-
cuchó mi intervención, en realidad la proposición no 
está referida al tema de los Magistrados del Consejo 
de la Judicatura, la proposición dogmática que se for-
mula desde el Colegio está orientada a que esa norma 

-
blece que esos hechos que contrarían en menor grado 
el orden administrativo no constituyen falta disciplina-
ria y en consecuencia como lo establece la Sentencia 
1076 de 2002 de la Corte Constitucional se trataría de 
comportamientos disciplinariamente atípicos y por eso 
creemos nosotros que la falta leve debe desaparecer del 
ordenamiento jurídico, no estamos buscando ningún 

-
catura. Muchísimas gracias.

Presidente: 
No sé quién más sobre este particular, el doctor Iván 

que es el Delegado, Asesor de la doctora, de la Repre-
sentante Angélica Lozano, también ponente de esta ini-
ciativa.

El señor Presidente concede el uso de la palabra 
al doctor Iván David Márquez, Delegado, Asesor de 
la Representante Angélica Lozano:

Bueno, brevemente digamos, me ha llamado bas-
tante la atención en torno al punto que el doctor, Repre-
sentante Osorio usted ha planteado frente a esta apli-
cación del principio de favorabilidad, yo reitero como 
tal vez en una ocasión previa se lo referimos a la Pro-
curaduría General de la Nación, que el problema está 
más veces es en la dosimetría disciplinaria que se está 
proponiendo en el artículo 49, uno no puede culpar la 
favorabilidad en este artículo sino pues la favorabilidad 
se da de parte en la reducción disciplinaria que se está 
haciendo en un tema que es más que lógico, diríamos 
la diferencia entre el dolo y la culpa gravísima frente a 
las sanciones gravísimas es una cosa obvia, es una cosa 
propia de un derecho liberal, parte de que sea esto un 
Derecho Disciplinario de acto y no un Derecho Disci-
plinario de autor, en eso tenemos claridad. 

Digamos el problema está es en la dosimetría que 
se está proponiendo, mientras que aquella falta grave, 
gravísima que se comete con dolo va de diez a veinte 
años, las faltas gravísimas que se cometen con culpa 
grave donde la diferencia realmente en la graduación 
de la, digamos de la tipología de culpabilidad es mí-
nima, va de tres a diez años, es decir es una diferencia 
abismal entre una y otra forma, entonces claro, eso tie-
ne un impacto directo en la favorabilidad, además de 
que como se está proponiendo el principio de favora-
bilidad, también es bastante poco proporcional, quien 
haya sido sancionado de diez a once años, de diez u 
once años sin hacer diferencia entre quien tiene una 
sanción de diez y quien tiene una de once, sin importar 
eso, sea cual sea el caso se le va a ir a tres años, es decir 
una cuarta parte, contrario sensu a lo que pasaría con 
alguien que haya sancionado veinte años, quien se le va 
a ir es a la mitad no a una cuarta parte, entonces yo creo 
que el problema no está tanto en si se aplica o no sea 
aplica la favorabilidad, porque eso se tiene que aplicar, 
es obligatorio, es un principio de raigambre constitu-
cional, que además está en las convenciones de derecho 
interamericano, entonces no es lugar a eso, más bien el 
problema está en cómo se está mirando esa graduación 
y yo sí creo que a los ponentes y digamos hablando en 
nombre de mi Representante, sí es bastante importante 
que nosotros miremos una graduación que cumpla con 
los principios de proporcionalidad y razonabilidad para 
analizar esta sanción, Representante.

Presidente: 
Muchas gracias doctor Iván. 
Continúa el uso de la palabra al doctor Iván Da-

vid Márquez, Delegado, Asesor de la Representante 
Angélica Lozano:

Yo creo que la sugerencia sería que nosotros buscá-
ramos, mirar otros derechos como el penal, ¿cómo apli-
ca digamos esa diferencia entre culpa y dolo? Y mirar, 
aquí tenemos el problema de que claro, no, cada tipo 

sanción general para la falta y pues sí habría que ver 
una proporcionalidad un poco mayor, o sea que sea más 
alta la culpa gravísima cercana al dolo.
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Presidente: 
Sobre este particular el Instituto Colombiano de De-

recho Disciplinario quiere hacer alguna observación? 
El señor Presidente concede el uso de la palabra 

al doctor Fernando Rodríguez Castro, Presidente 
del Instituto Colombiano de Derecho Disciplinario:

No señor Presidente, porque en el documento que 
ya enviamos o hemos tratado de enviar varias veces, 
pero ha rebotado, está contemplado lo que dice el 
doctor Iván, que a veces se cruzan y que yo simple-

haciendo la casuística desde el artículo 49, a veces se 
cruzaban dependiendo de la falta y el grado subjetivo 
de culpabilidad. Gracias.

El señor Presidente concede el uso de la palabra 
al doctor José Omar Ortiz Peralta, Asesor de la Pro-
curaduría General de la Nación:

Simplemente para hacer una apreciación y hacer 
esa diferenciación que claramente en el ámbito penal, 
cuando se aplica este principio de favorabilidad por 
cambio de la punibilidad debemos entender que en la 
mayoría de los casos salvo la jurisdicción disciplinaria, 
el fallo sancionatorio lleva implícito un acto adminis-
trativo, el problema o digamos la, no un problema sino 
la situación o la consecuencia como se ha presentado es 
que ese acto administrativo tiene unos fundamentos de 
hecho y de derecho, en ese momento el acto adminis-
trativo que está? se está ejecutando cuando está cum-
pliendo la sanción y entonces al haber una variación 
del fundamento de derecho en este aspecto, en lo que 
tiene que ver con la sanción, eso va a tener efectos ¿en 
qué? en el acto administrativo y no puede haber un de-
caimiento total del acto, ¿por qué? porque se está es 
cumpliendo la destitución que ya se tomó la decisión, 
sino es en el campo de la ejecución de la inhabilidad.

Como no tenemos jueces, por llamarlo de alguna 
manera, de ejecución de sanciones disciplinarias, esto 
básicamente se maneja es a través del registro de ante-
cedentes que se le ha otorgado a la Viceprocuraduría 
General de la Nación y entonces esto también tiene una 
herramienta útil para eso, porque  la inhabilidad quién 
sabe por la calle cuántos inhabilitados van por ahí, na-

destituyeron del cargo y hay acto administrativo que 
así lo determina, pero la inhabilidad por ahí, ¿dónde 

-
dentes disciplinarios y entonces a mí me sancionaron 
con diez años y la observación que hace el doctor me 
parece muy juiciosa, ya es en cuestión de mecanismo 

sancionado diez años y sale una nueva norma, dice, no, 
para esas faltas gravísimas con culpa gravísima ya el 
término máximo es de diez y no de veinte y a mí me 
sancionaron con doce, pues yo acudo a alguna parte.

Si la cultura, si el común de las personas sancio-
nadas supieran que eso es una labor de la Procuradu-
ría, simplemente con un derecho de petición le diría 
señora Viceprocuradora por favor, la inhabilidad que 

disciplinarios ya no se puede cumplir porque hubo esa 
variación, aplíqueme el principio de favorabilidad y la 
andanada de solicitudes que se vendrían y ¿qué haría la 
Viceprocuradora? Pues lo que hicimos en la Ley, una 
regla de tres, ¿se puede mejorar? Claro que sí y todas 
las observaciones que se han dado, pero no se presente 

como una Justicia premial anticipada, no, es una con-

con culpa gravísima que hoy en día en la propuesta y 
que se ha avalado ya en los primeros debates por el 
Congreso, de diferenciar la consecuencia de las faltas 
gravísimas con dolo y las faltas gravísimas con culpa 
gravísima. Muchas gracias.

Presidente: 

Alguien más está interesado en hacer uso de la pala-
bra, doctor Edward Rodríguez, es ponente también de 
esta iniciativa, integrante de la Comisión Primera. 

El señor Presidente concede el uso de la palabra 
al honorable Representante Edward David Rodrí-
guez Rodríguez:

Gracias honorable Representante, no, simplemente 
para que la doctora del Consejo Superior de la Judica-
tura hizo un esbozo muy sucinto sobre los auxiliares 
de la Justicia y usted planteó unos interrogantes muy 
serios que me parece que son viables y que de pronto 
se podrían recoger, yo lo único que quería preguntarle 
era si usted tiene alguna propuesta clara y concreta para 

una vez dar por superados todos esos inconvenientes 
que hoy tiene el Consejo Superior de la Judicatura y los 
que administran Justicia. Gracias.

Presidente: 

Doctor Edward, sin perjuicio de otorgarle de nue-
vo el uso de la palabra a la honorable Magistrada, ella 
expresó en su intervención la importancia de persistir 
la competencia en cabeza del Consejo Superior de la 
Judicatura de determinar unas faltas, de hacer un ca-
tálogo, sin embargo le anticipo que en la Comisión de 
Ponentes hemos pensado seriamente en excluir justa-
mente a los auxiliares de la Justicia, porque como bien 
lo decía la honorable Magistrada, ellos no son, ellos 
no administran Justicia, ellos no dispensan Justicia, 
ellos son unos colaboradores, unos auxiliares y hemos 
pensado honorable Magistrada, de paso le anticipo, en 
devolverle esa facultad a quienes normalmente la han 
tenido, que entre otras tampoco es que tuvieran muchos 
elementos de juicio, que eran los Jueces de las respec-
tivas causas, ellos podrían era básicamente removerlos 
y cosas como estas, pero indudablemente es objeto de 
un marco regulatorio, no sé si la honorable Magistrada 
quiera precisar algo sobre este particular?

El señor Presidente concede el uso de la palabra 
a la doctora Paulina Canosa Suárez, Magistrada de 
la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Sec-
cional de la Judicatura de Bogotá:

Yo creo que el poder que tenían los Jueces es el 
mismo que siguen teniendo doctor, la que tenía en el 
Código de Procedimiento Civil y que ahora está en el 
Código General del Proceso, es un poder correccional, 
pero no es, disciplinario correccional, pero no es una, 
nunca genera una sanción disciplinaria. Entonces lo 
que yo decía es que había que hacer y de una vez para 
responderle al doctor, hay que hacer el ejercicio con 
cada uno de los auxiliares de la Justicia, si vamos a dis-
ciplinarlos o no, para evitar, o que haya doble proceso 
disciplinario por los mismos hechos o que hayan faltas 
y sanciones que se puedan aplicar, atendiendo a su pre-
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Presidente: 
Doctor Edward, no sé si, doctor Edward, satisfe-

cho? Bueno, entonces ese tema naturalmente será ob-
jeto y materia de estudio como muchos otros temas, no 
sé si algún otro, otra persona presente en la sala, tenga 
la bondad doctor.

El señor Presidente concede el uso de la palabra 
al doctor John Harvey Pinzón Navarrete, Asesor de 
la Sala Disciplinaria de la Procuraduría General de 
la Nación y miembro de la Comisión creada por el 
señor Procurador General de la Nación, para redac-
tar el primer Proyecto que cursó en el Senado de la 
República:

Bueno muchas gracias, una intervención muy breve 
en la medida en que ya se había otorgado el uso de 
la palabra y simplemente para referir algunos temas. 
Uno celebra francamente estos espacios democráticos 

-
te la Cámara, tenga la absoluta tranquilidad de que el 
Proyecto, el trabajo que se ha hecho se ha hecho con 
seriedad, se ha hecho con altura y en ese sentido ya 
los compañeros de la Procuraduría, de Personería y De-
fensoría ya han tocado algunos temas, simplemente es 
expresar unas ideas muy puntuales de cuatro temas que 
me parece que han sido los más álgidos, los que han 
sido, los que han tenido mayor polémica si se quiere en 
el buen sentido de la palabra y ellos son la culpabilidad, 
la prescripción, el procedimiento y las sanciones, unas 
ideas, un minuto, dos minutos por cada tema de los que 
acabo de enunciar, seguramente coincidiendo con lo 
que ha dicho los compañeros que me antecedieron en 
el uso de la palabra o con algunas ideas nuevas.

En primer lugar, en cuanto a la culpabilidad, el doc-
tor aquí que estaba presente esta mañana, doctor Ma-
nuel Restrepo decía que no estaba de acuerdo con el 
concepto de culpa grave porque él coincidía con lo que 
era la culpa leve en materia civil, antes de dar respues-
ta mire cómo por otro lado se critica que el Proyecto 
de Código quiere penalizar el Código Disciplinario y 
uno podría acoger esa argumentación que estimo que 
no es cierta, para decir entonces y para contestarle que 
él querría entonces civilizar el proceso disciplinario y 
aquí no se trata de penalizar, ni se trata de civilizar, 
se trata es de simplemente mejorar, de construir sobre 
lo construido, de entender que la función disciplinaria 
es bien importante pero que en muchos operadores o 

control interno y que lo que puede ser en algún mo-
mento es desconcertante, es ver un Código donde se 

las dos modalidades de imputación subjetiva  o no te-
nemos ninguna y eso le paso a la Ley 734, en ese sen-
tido la Ley o el Proyecto de que tienen en estudio en 
este momento, ustedes lo que hacen simplemente hacer 
es un concepto de dolo por un lado y un concepto de 
culpa.

Y para contestarle al doctor, qué lástima que no 
esté presente, ese concepto de inobservancia del cuida-
do necesario jamás puede entenderse como una culpa 
leve, él expresaba que ese concepto era igual a culpa 
leve, ¿no? Un buen ejemplo de lo que es culpa leve, lo 
podemos encontrar en la última decisión del Consejo 
de Estado, en el caso del Alcalde de Medellín. Eso es 
una culpa leve.

Otra cosa es que la culpa leve sea impune y que con 
todo el respeto fue un error del Consejo de Estado, pero 
eso sí es una culpa leve, aquel descuido mínimo en su 
entender, aquel descuido mínimo, eso es lo que sería 
una culpa leve, la inobservancia del cuidado necesario 
simplemente es algo que viene desde la Ley 734 y es 
lo que quiere mantener el Código. Esa es simplemente, 
esa idea para que la Cámara tenga la tranquilidad de 
que no se quiere ni civilizar ni penalizar y que no se 
quiere equiparar una culpa grave a lo que es una culpa 
leve en materia civil, simplemente eso para, esa idea de 
la culpabilidad.

En el tema de prescripción, segundo tema, muy rá-
pido. Muchas de las intervenciones parten del siguiente 
silogismo, cuando los términos se amplían eso posibi-

-
yor. Premisa menor: el Proyecto de Código aumentó 
los términos. Conclusión: El Proyecto de Código favo-
rece, fomenta, estimula la corrupción. Esa construcción 
silogística en principio es bien hecha, pero tiene un 
error, que una de sus premisas es absolutamente falsa, 
el Proyecto de Código no quiere aumentar los térmi-
nos prescriptivos, el Proyecto de Código hace todo lo 
contrario, hace reducirlos, pareciera que esa argumen-
tación se hiciera como una venda en los ojos sin tener 
en cuenta que se expidió la Ley 1474, ella sí fue la que 
aumentó los términos prescriptivos, cinco de prescrip-
ción y cinco de caducidad, pero diez años, lo que hace 
el proyecto de Código es reducirlos, o volver sus cosas 
a su estado anterior, como estaba en la Ley 734. 

¿Entonces qué pasa con esto? Se vuelve a la pro-
puesta inicial de la Ley 734 de los cinco años, ¿dón-

años que con la crítica hablaba aquí el doctor Restrepo, 
pero ese simplemente es para coger el planteamiento o 
lo ordenado por el Consejo de Estado en la Sentencia 
del 29 de septiembre - 2030 a partir de la diferenciación 
del fallo de primera instancia y el de segunda. Según 

de primera y en ese sentido hay que expedir ese acto, 

se recoge lo que se tenía, lo bueno que se tenía en la 
Ley 734 y se desecha o se deroga lo mal que introdujo 
la Ley 1474, ahora ¿por qué los dos años? Para expedir 
el fallo de segunda instancia. 

El doctor con mucha crítica decía que era inentendi-
ble, que era un término totalmente amplio, miremos si 
eso es cierto porque él mismo también decía que el pro-
cedimiento que está en el CPACA, tenía el plazo de un 
año para la segunda instancia y aquí hay que distinguir 
y retomo lo que dice el doctor Novoa, a causas distintas 
efectos diferentes, la Cámara tiene que tener la absolu-
ta tranquilidad que una segunda instancia en un proce-
so disciplinario no es igual a un recurso de reposición 
para una resolución de carácter tributario. El proceso 
disciplinario en segunda instancia no es cualquier ac-

a la comparación de una legalidad por la expedición 
de un acto administrativo. El proceso disciplinario y 
retomo lo que decía el doctor Cajiao, es administración 
de Justicia en sentido material, donde se debe analizar 

-
plejidad de ciertos temas amerita a que la regla general 
no se acoja sino que haya un término superior al de un 
año  que tiene el CPACA. La discusión entonces será 

es un año, bueno, se equipararía con el CPACA pero 
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-
ción a dos procesos totalmente distintos, uno el carácter 
sancionatorio de manera general en el CPACA y otro a 
la segunda instancia que puede ser un proceso discipli-
nario y esa es la razón para que el Proyecto de Senado 
venga con cinco años de primera instancia y dos para 
proferir el fallo de segunda. En síntesis no me parece 
que sea eso un despropósito.

En tercer lugar, con el tema del procedimiento, per-
sonalmente, individualmente yo soy de los que tengo 
la preocupación que expresa el Instituto Colombiano, 

-
sonal, pero antes de dar la opinión mire cómo por el 
otro lado el doctor Jorge Eliécer decía, la oralidad del 
procedimiento oral se debe dar no solo desde el pliego 
de cargos sino desde el momento de la investigación, 
mire cómo todo el Código y estas discusiones siempre 
andan dos extremos tan opuestos, uno que sostiene que 
es conveniente que se mantengan los dos procedimien-
tos ordinario y verbal y otra posición de que sea única-
mente oral, pero desde que inicia la investigación. La 
Cámara tiene que tener la absoluta tranquilidad de que 
el proyecto de Código abanderado iniciado con todas 
las entidades que participaron por convocatoria del jefe 
máximo del Ministerio Público adoptó, si se quiere una 
tesis intermedia, muchas veces las tesis eclécticas inter-
medias se critican por ser aguas tibias, perdónenme la 
expresión pero en este sí que es bien oportuno destacar 
las bondades de esa tesis intermedia, no es lo uno de la 
oralidad en todo el proceso, pero tampoco de mantener 
los dos procedimientos, es mantener a tono y acoger-
se a los estándares internacionales sobre oralidad y al 
menos hacer lo posible a partir de la formulación del 
pliego de cargos, que es muy difícil, pero  por supuesto, 
pero creo que la mayoría estamos de acuerdo de que el 
objetivo es loable, de que se asuma la oralidad y como 
decía el doctor Omar, habrán muchos mecanismos, ha-

Sistema Nacional de Defensoría Pública, consultorio 
jurídico, lo que sea, pero noten y tengan la tranquilidad 
en la Cámara que por lo menos en este tema de procedi-
miento, al menos estamos en una situación intermedia 
ante dos extremos tan diferentes, la oralidad al máximo 
y la no oralidad o por lo menos que sea la excepción, 
por lo menos el Proyecto tiene esa particularidad.

Y en cuarto lugar, el tema de las sanciones que ya 
lo han hablado mucho, simplemente unas ideas mucho 
mayores. En el tema de las sanciones hemos escuchado 
al mismo doctor Jaime Bernal Cuéllar, Exprocurador 
General de la Nación, en palabras muy elocuentes y 

haber ido la mano. Muchos sectores critican la dras-
ticidad de las sanciones, pues bien, antes la Reforma, 
antes de mirar si eran drásticas o no, lo que quiso apun-
tarle era diferenciar entre faltas gravísimas dolosas y 
faltas gravísimas culposas que el doctor Jorge Eliécer 
acaba de dar o por lo menos avalar esa posición que 
hay que distinguir, la pregunta era ¿cómo se distinguía? 
Mantenemos las dolosas, las faltas gravísimas dolosas, 
de diez a veinte y reducimos las de culpa gravísima, o 
incluso puede haber otra posición, mantener la inhabi-
lidad de diez y veinte años a las faltas gravísimas con 
culpa gravísima y subir las faltas gravísimas dolosas 
por ejemplo de veinte a treinta años, para hablarlo en 
términos de décadas; lo que se quiso entonces fue reco-
ger aquellos sectores que aclamaban por la drasticidad 
y darle a la falta gravísima con culpa gravísima, que 

no son los temas de corrupción, darle un tratamiento 
distinto y aprovechar el espacio de la inhabilidad de 
nueve, de ocho, de siete, de seis, de cinco, de cuatro, o 
de tres años, tal vez posiblemente se pudiera ajustar y 
seguramente esto haya hecho carrera de que la inhabili-
dad pueda ser por ejemplo, de cinco a diez años y para 
distinguir este tipo de situación.

Ahora si esto es así, sí es necesario diferenciar el ar-
tículo 270, es una cuestión meramente como lo habían 
dicho ustedes consecuencial, hay que buscar una fór-
mula para satisfacer, para garantizar el principio de fa-
vorabilidad, no hay otra forma mejor que hacerlo, por-
que lo que puede ser imperdonable en el futuro, es que 

-
vergencia de criterios que se pueden presentar cuando 
quienes están cumpliendo la sanción, vayan a solicitar 
la aplicación del principio de favorabilidad, una inhabi-
lidad de doce años el nuevo Código me trae una regula-
ción, por favor les solicito una rebaja conforme a la ley, 

decisión, el cual ya perdió competencia, al Procurador 
General de la Nación? ¿A un Juez de Tutela? Entonces 

en sí misma, sino como una mera consecuencia y con 
esto termino. Que no se crea que la aplicación de ese 
principio de favorabilidad es una especie de indulto, 
lo ha dicho usted muy bien, doctora, el indulto es un 
perdón, le agrego yo, es una causa de extinción de la 
sanción, estén absolutamente convencidos de que así 
haya esa rebaja por ese hecho, no va a desaparecer el 
antecedente disciplinario. El antecedente disciplinario 
que en el ejemplo que pongo de los doce años me va 
a quedar antecedente de cuatro, de cinco, de seis años, 
de la inhabilidad que sea, el antecedente no va a desa-
parecer.

cuatro ideas, el mensaje es que el Proyecto que ustedes 
tienen a estudio ha partido sobre la base de construir 
sobre lo construido y hacer un mejor Código, un mejor 
instrumento para investigar a los servidores públicos y 
a los particulares que ejercen funciones públicas. Mu-
chas gracias.

Presidente: 
Agradecerle al doctor John Pinzón para que quede 

además en el registro la persona que acaba de intervenir 
y si no hay más intervenciones en la Sala, quiero agra-
decerles por su participación activa, contarles un poco 
qué sigue en el trámite de este procedimiento porque 
no me cabe duda que antes de que este Proyecto sea 
Ley de la República esperamos volver a encontrarnos. 
La Comisión de ponentes liderada por el doctor Pedri-
to Pereira y por quien les habla, pero acompañado de 
otro grueso número de Representantes dentro de los 
cuales está la doctora Angélica Lozano, el doctor Ed-
ward Rodríguez y otras personalidades, tendrán a bien 
presentarle a la Comisión Primera de la Cámara en un 
breve término una ponencia, seguramente esa ponencia 
recogerá buena parte de las observaciones y comenta-
rios realizados en el día de hoy, también los que se han 
efectuado en algunas audiencias públicas desarrolladas 
en algunas ciudades del país y aquí justamente a este 
escenario vendrá dicha ponencia para ser discutida por 
treinta y cinco honorables Representantes a la Cámara. 
De ahí habrá una aprobación en un sentido o en otro, 
oportunamente lo que apruebe la Comisión Primera, 
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señora Secretaria, quisiera que fuera del conocimiento 
de quienes están aquí presentes, más allá de la publi-
cidad propia a través de la Gaceta del Congreso y en 
ese entre tanto que ese ya es el penúltimo debate el que 
hará la Comisión Primera, iremos a un último debate a 
la Plenaria de la Cámara.

En ese intersticio, en ese espacio entre el debate de 
la Comisión Primera o lo aprobado por la Comisión 
Primera y lo que se llevará a la Plenaria porque allí 
se presentará una nueva ponencia, espero nuevamente 
tener la oportunidad de seguir decantando, de seguir 
ampliando, de seguir discutiendo, sin perjuicio también 
de algunos foros que podríamos programar en algunas 
ciudades o de otra audiencia pública de similar alcance 
como esta. Les insisto y quisiera otorgarle el uso de la 
palabra al doctor Pedrito para que cierre esta audien-

aquí no estamos atropellando el ordenamiento jurídico, 
que queremos hacer las cosas con juicio, que queremos 
acertar, que entendemos que hay temas polémicos pero 
no por polémicos podemos escurrirnos y tenemos que 
sacarle el cuerpo a la responsabilidad y que indudable-
mente los aportes que ustedes nos han dejado hoy aquí 
registrados van a ser muy útiles y muy importantes a 
la hora de construir ese insumo que le entregaremos a 
la Comisión Primera de la Cámara que es la ponencia 
correspondiente. Doctor Pedrito.

El señor Presidente concede el uso de la palabra 
al honorable Representante Pedrito Tomás Pereira 
Caballero:

Gracias Carlos Edward, no, simplemente agradecer-
les a todos por la asistencia, hemos tenido detalle de 
escucharlos a cada uno con detenimiento, muchos han 
dejado por escrito todas las observaciones que tienen 
para este proyecto de ley, Carlos Edward les explicó 
cuál es el procedimiento, en la ponencia siempre se 
estila referirse a algún acápite especial, de referirse a 
cada una de las intervenciones que hicieron todas las 
personas que aquí estuvieron, y así lo haremos sobre 
todos los temas, sobre todos los temas que aquí se to-
caron, no va a haber ninguno que no se toque en la 
ponencia y así lo vamos a resolver en ese momento. 
Es simplemente agradecerles por su asistencia y por la 
calidad de todas las intervenciones.

Secretaria:

Señor Presidente, se da por terminada la audiencia 
-

tes que esta audiencia será publicada en la Gaceta del 
Congreso, todas las ponencias que han radicado en la 
Secretaría se subirán a la página y se darán a conocer a 
los demás ponentes e integrantes de la Comisión. Muy 
buenas tardes. 

El Presidente,

Carlos Edward Osorio Aguiar.

La Secretaria,

Amparo Janeth Calderón Perdomo.

La Subsecretaria,

Dora Sonia Cortés Castillo.
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